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(Asisten autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 55) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
compuesta por su Director, escribano Julio Martínez, su Subdirectora, doctora Elena Tejera, el Director de 
Uruguay Concursa, doctor Ariel Sánchez, el contador Ramiro Bello, asesor; la coordinadora del Observatorio 
de la Gestión Humana del Estado, socióloga Analía Corti, y la licenciada Ana Azpiroz, de Planificación 
Estratégica. 


SEÑOR MARTÍNEZ..- Agradecemos nuevamente por habernos invitado a la Comisión. 


En esta oportunidad, vamos a hacer un informe sobre Vínculos al año 2013, que dividiremos en dos partes; la 
primera parte estará a mi cargo, y será la presentación, y la segunda, que está relacionada con el Poder 
Ejecutivo, la hará el doctor Ariel Sánchez. 


El abordaje de este tema supone hacer algunas consideraciones previas imprescindibles para comprender a 
cabalidad los datos del informe de vínculos, que si bien sabemos que conocen los señores legisladores -en 
particular, los miembros de esta Comisión-, creemos importante volver a expresar. 


En primer lugar, es necesario recordar qué dice el artículo 14 de la Ley de Presupuesto Nacional 

N? 18.719<7a>, que da una nueva redacción al artículo 42 de la Ley_N 18.046, en cuanto dispone que la 
Oficina Nacional del Servicio Civil deberá incluir anualmente, en la Rendición de Cuentas, un informe del 
número de vínculos laborales correspondientes a diciembre del año anterior, discriminado, entre otros, por 
organismo, edad, ubicación geográfica, mecanismo de ingreso, así como otra información complementaria 
que en general se agrega. 


En segundo término, corresponde recordar la importancia de la correcta contextualización, para la cabal y 
real comprensión de los datos que se presentan; por eso, la importancia que tiene el análisis en el contexto en 
que se va a desarrollar. 


Para cumplir con lo dispuesto por el referido artículo 14, se toman en cuenta dos sistemas informáticos de los 
que se extrae la información, a saber: el Sistema de Gestión Humana -SGH- y el Registro de Vínculos con el 
Estado, RVE; uno para el Poder Ejecutivo y el otro para los demás organismos. Creo que es importante 
recalcar que los datos que se extraen de dichos sistemas, una vez sistematizados, son puestos a consideración 
de los organismos correspondientes, como una nueva oportunidad de análisis y para que corroboren la 
exactitud de la información cargada en el sistema. A propósito del RVE, queremos recordar que este sistema 
de información se comenzó a desarrollar a partir de 2009 para registrar todos los vínculos laborales con el 
Estado y que empezó a funcionar en 2010. 


No podemos dejar de mencionar, como parte de todo este proceso, la persistencia de algunas dificultades para 
que los diferentes organismos inscriban la información ordenadamente y se utilicen criterios comunes. En 
este proceso vienen trabajando quienes se desempeñan en el Observatorio de la Gestión Humana, de donde se 
insiste permanentemente y se trata de que se aplique metodología común, tarea que no es sencilla. A su vez, 
esto tiene impacto en los números que ofrecemos, y cada vez que somos más ordenados, en definitiva, 
aplicamos más criterios comunes y homogéneos, obviamente que después eso se traduce en las cifras que se 
presentan. 


En la primera placa de nuestra presentación aparece la definición de vínculo laboral como la relación jurídica 
existente entre una persona y la Administración al amparo de una norma legal expresa. 


En cuanto a la naturaleza de los vínculos, en una primera gran clasificación, encontramos a funcionarios 
públicos y no funcionarios públicos. La placa nos muestra qué tipo de vínculos se encuentra en cada 
clasificación; señalo esto porque es importante a la hora de analizar los números. Por ejemplo, en la categoría 
de funcionario público encontramos: provisoriato, presupuestado, efectivo -policial o militar-, contratos 
permanentes, docentes, interinos, suplentes, etcétera, y dentro de los no funcionarios figuran: becarios, 
pasantes, arrendamientos de obra, arrendamientos de servicio, arrendamientos de obra y de servicio con 
organismos internacionales, contrato laboral, contrato artístico, etcétera. 


La siguiente placa muestra la evolución en números de los vínculos de funcionarios según agrupación 
normativa de los Incisos, en el período comprendido entre 1995 y 2013. 


Clasificando según la agrupación normativa, podemos ver también la evolución del Poder Legislativo, del 
Poder Ejecutivo, de los organismos de los artículos 220 y 221 de la Constitución de la República y de los 
Gobiernos Departamentales en el período referido, y se pueden apreciar los distintos ciclos en cuanto a 
políticas de inclusión, vedas de ingreso, desarrollo de instrumentos de retiro y demás 


En definitiva, los vínculos de funcionarios públicos son 280.853. Voy a dar una rápida discriminación. El 
36,8% son presupuestados, lo que equivale a 103.389; el 27,9% corresponde a docentes efectivos, interinos y 
suplentes: 78.292; el 10,7% son efectivos y contratos policiales: 30.111; el 9,3% es personal superior y 
subalterno militar; el 9,6% corresponde a contratos permanentes o de función pública, y un 2,7% son zafrales 
y eventuales. Después hay 7.622 que tienen otros vínculos, que incluyen, por ejemplo, 3.198 contratos al 
amparo del artículo 410 de la Ley N* 16.170 para Administración de los Servicios de Salud del Estado; 1.080 
docentes de proyectos de ANEP; 2.362 jornaleros en Intendencias; 210 zafrales del Ministerio del Interior y 
residentes del Ministerio de Defensa Nacional, y secretarios de Ediles, contratos de alta prioridad, alta 
especialización, etcétera. 


Los vínculos de no funcionarios públicos son 17.890, con la siguiente discriminación: 12,5% son becarios; 
13,7%, pasantes; 2,27% son arrendamientos de obra y 2,7%, arrendamientos de servicios; la incidencia de los 
arrendamientos de obra con organismos internacionales es muy pequeña, un 0,2%, pero hay un 5,1% de 
arrendamientos de servicios con organismos internacionales; 13,9% de contratos a término; 0,9% de 
contratos laborales y 0,4% de contratos artísticos. También hay un 35,1% de otros no funcionarios que 
incluye 1.650 contratos por única vez de ANEP; 841 contratos de horas docentes en el Instituto Clemente 
Estable, en los centros MEC y en los centros de capacitación; 90 docentes de la ENAP; 318 contratos con 
organizaciones de la sociedad civil en el Ministerio de Desarrollo Social; 260 contratos temporales de 
derecho público de OSE; 106 contratos de suplentes de salud en el Banco de Previsión Social; 47 asistentes 
de los Directores de entes autónomos y servicios descentralizados; 66 adscriptos y asignados a seguridad 
presidencial; 34 asistentes a Ministros, de acuerdo con el artículo 9” de la Ley_N* 17.930. 


Si tomamos en cuenta estas cifras, podemos ver las variaciones entre los períodos 2012 y 2013. Corresponde 
realizar dos puntualizaciones. En primer término, debemos recordar que algunos cambios normativos tienen 
incidencia directa en el tema; por ejemplo, con la aprobación de la Ley N? 19.121 los contratados bajo el 
régimen de provisoriato se consideran ahora funcionarios públicos. En segundo lugar, en el informe 
presentado el año pasado, relativo a los vínculos del año 2012 en lo que refiere a los docentes suplentes de 
ANEP se encontraba aún a estudio entre dicho organismo y la Oficina Nacional del Servicio Civil la forma de 
registración, por lo que se informó igual que en el año anterior, situación que ha sido corregida en esta 
instancia. Por lo tanto, el principal aumento de vínculo de funcionarios se da -prosiguiendo la tendencia de 
años anteriores- en los organismos del artículo 220 de la Constitución de la República, especialmente en la 
ANEP -la mayoría son docentes interinos del Consejo de Educación Técnico Profesional y de Educación 


Secundaria-; a su vez, se registra un aumento de algo más de 1.100 vínculos en ASSE y 1.161 en la 
Universidad de la República. En el Poder Ejecutivo, los aumentos más representativos se dan en el Ministerio 
del Interior y en el Ministerio de Defensa Nacional. 


Por otra parte, dentro de los organismos del artículo 221 de la Constitución de la República los aumentos más 
importantes se dan en el Banco de la República y en UTE, con 306 y 278 vínculos respectivamente. 


Respecto a los vínculos de no funcionarios públicos, existe una variación en 1.571 vínculos, cuya expresión 
más significativa se aprecia en Antel, con un aumento de 588 vínculos, en el Inau, 325 y en Asse, 291. 
Mientras tanto, en el Poder Ejecutivo hay 21 vínculos más. 


Si tomamos en cuenta la evolución de los vínculos laborales con relación al Producto Bruto Interno del 
período 1995-2013, se aprecia que no coincide exactamente con la trayectoria del PBI. La evolución de los 
vínculos muestra una tendencia relativamente estable a lo largo del período estudiado, con dos etapas 
diferenciadas: hasta 2003, la trayectoria es decreciente, pero comienza a crecer a partir del año siguiente. En 
el último período 2004-2013, ambas series evolucionan de forma creciente, aunque a un ritmo bastante 
diferente: mientras que el PBI crece a una tasa promedio anual de 6,8%, los vínculos laborales con el Estado 
lo hacen a un 2,5%. 


También se puede referenciar -hay dos imágenes al respecto- la evolución de los servidores públicos con 
relación a la ocupación. Si bien la cantidad de vínculos es mayor a la cantidad de personas, podemos decir 
que los servidores públicos en el período 1995-2005 representaban una ocupación promedio del 21% y, a 
partir de 2006, el promedio es de 16,2%. Esta diferencia de cinco puntos porcentuales se explica por el 
aumento de las personas ocupadas; si bien el número de servidores públicos se ha incrementado, este ascenso 
se ha dado a un ritmo menor que la ocupación general en el país. En definitiva, la otra imagen mostraba lo 
mismo que expresé, pero con términos diferentes. 


Si nos referimos al género, podemos decir que hace seis años la Oficina Nacional del Servicio Civil comenzó 
a relevar e informar la distribución por sexo de los vínculos del Estado, lo que se hace no únicamente con 
fines estadísticos sino, además, como una contribución a las políticas y toma de decisiones realizadas con 
equidad de género. Tomando la cifra correspondiente a la totalidad de los vínculos, tanto de funcionarios 
públicos como no públicos, en términos generales tenemos que el 52% corresponde a vínculos laborales con 
mujeres y el 48% corresponde a vínculos laborales con hombres. Si analizamos esto por agrupamiento 
normativo de Incisos, pueden existir otras variaciones. 


En cuanto a la información geográfica, la mayor concentración del total de los vínculos está en Montevideo, 
con casi un 53%. Como podrán apreciar en la pantalla, en el resto de los departamentos los mayores 
porcentajes los encontramos en Canelones, con 8,6%; en Maldonado, con 3,9%, y en Paysandú, con 3,1%. 
Los demás departamentos tienen valores inferiores a los descritos. 


Hasta aquí hemos hablado de los números de vínculos de funcionarios públicos en términos globales, pero 
ahora lo vamos a hacer para el Poder Ejecutivo. Estas últimas dos imágenes -luego daré paso a la 
intervención del doctor Ariel Sánchez- muestran que de un total de 76.201 vínculos, si le sacamos los 
correspondientes al Esclafón M -Servicio Exterior-, Escalafón K -Militar- y Escalafón L -Policial-, quedan 
18.828 vínculos civiles en el Poder Ejecutivo. 


En lo que respecta a los mecanismos de selección, en términos generales se representan las diferentes formas 
de ingreso al Estado y el peso en porcentaje de cada uno de ellos. En este sentido, creo que es bastante claro 
el gráfico que se presenta. 


Si el señor Presidente lo permite, solicitaría que las siguientes imágenes las desarrolle el doctor Ariel 
Sánchez, encargado del área de Uruguay Concursa. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Como todos sabemos, a partir de la aprobación de la Ley de 
Presupuesto Nacional N” 18.719 se otorgó a la Oficina Nacional del Servicio Civil un cometido más: 
instrumentar y administrar un sistema de reclutamiento y selección de los recursos humanos de la 
Administración Central, Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, partiendo de la base de que el 
cometido original del servicio civil es instrumentar el ingreso a la Administración Central del personal 
exclusivamente civil. En consecuencia, la Oficina Nacional del Servicio Civil no participa en los 


ingresos del personal policial, del personal militar, del personal de carrera de relaciones exteriores, es 
decir, funcionarios diplomáticos, ni del personal de fiscalías. 


Si bien en el Portal Uruguay Concursa se publican todos los llamados a concursos de la Administración 
Pública, apuntando a la democratización y a la accesibilidad de la información, solo se gestionan los 
concursos iniciados por los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, con las modalidades que vamos a 
describir a continuación. 


A partir de abril de 2013, en virtud de una nueva competencia, también se comienzan a publicar en el Portal 
el resto de los llamados del Estado solamente para cumplir con la función de publicidad, es decir, sin hacer el 
seguimiento del concurso en sí, que queda en manos del organismo que publica el llamado. Esto surge como 
consecuencia de la competencia que le otorga el artículo 4” de la Ley_N* 18.834. 


Nosotros dimos en llamar a esto ingreso democrático al Estado, básicamente, por la accesibilidad que se da a 
partir de la creación del Portal Uruguay Concursa, mediante el cual se centralizaron los llamados a concurso 
de ingreso a la Administración Central. Allí se publican las modalidades a las que hacía referencia -que voy a 
definir más adelante- y también se instrumenta la planificación anual de las necesidades de personal por cada 
Ministerio. Esto implica que en el último semestre de cada año los Incisos, es decir, los Ministerios, deban 
planificar y someter a la consideración de la Oficina Nacional del Servicio Civil lo que pretenden efectuar en 
el Ejercicio posterior, o sea, las vacantes de cargos o el uso de las disponibilidades contractuales que se 
tienen. Esa planificación anual es elaborada por el Ministerio y sometida a consideración de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil; una vez aprobada, es en función de ella que se proyectan y se efectúan los 
concursos en el año siguiente, para lo cual se fijan criterios objetivos, uniformes y estandarizados que 
impiden la discriminación y el clientelismo, y debe ser de fácil acceso para la ciudadanía. Esta fue la otra 
consideración que marcó el llamado que se efectuó por intermedio de Uruguay Concursa. O sea, cada 
Ministerio planificaba y discutía las bases con la Oficina Nacional del Servicio Civil y así se evitaba que 
tuvieran una dirección determinada, al lograr ser lo más objetivo posible a la hora de describir los perfiles a 
convocar. 


Se unificó el sistema normativo, de forma de que resultara claro. Y simplificando la relación de tipos de 
vínculos laborales, se suprimieron infinidad de vínculos laborales, también a través de la misma Ley de 
Presupuestos, quedando limitadas a cinco las modalidades que se podían procesar por Uruguay Concursa. 


Se profesionalizó la integración de los tribunales. Cada Inciso selecciona el personal que participa en los 
concursos. Se lo capacita en la escuela de funcionarios públicos, respecto a cómo trabajar con criterios 
objetivos, generando una profesionalización del miembro del tribunal, tanto de los representantes de los 
Ministerios, como del de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que también lo integra. O sea que cada 
tribunal, de cada concurso, está representado por dos funcionarios del Inciso -uno designado por la Dirección, 
por el jerarca del Inciso, y otro que representa a la especialización que se va a concursar-, y por uno de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, que también participa del curso para miembro de Tribunal. Además, en 
todos los concursos, y durante toda la actividad, participa un representante de COFE, sin integrar el tribunal. 


Se logró disminuir el tiempo y reducir los trámites para realizar los llamados. Luego vamos a ver un cuadrito, 
en el cual se ejemplifica en qué sentido fue evolucionando el insumo de tiempo que se generaba en los 
concursos, demorándolos. Recordemos que a veces pasaban cuatro o cinco años para hacerse un concurso. 


Los vínculos que se procesan a través de Uruguay Concursa son los siguientes: el ingreso a la función 
pública, que implica necesariamente la disponibilidad de una vacante por parte del Inciso. Se ingresa en 
calidad de provisoriato, y a partir del tiempo que determina la ley -en este momento son dieciocho meses-, se 
efectúa una evaluación. Como producto de esa evaluación, si la persona sigue reuniendo los requisitos del 
cargo, pasa a integrar el cuadro presupuestal en la modalidad de contratos laborales, que en este momento 
fueron suprimidos; de contratos temporales de Derecho Público; de contrato beca o de contrato de pasantía. 
Por último, los arrendamientos de obra, en aquellas hipótesis en que el monto de la contraprestación del 
Estado supere tres veces el monto de la contratación directa. 


Con referencia al portal de Uruguay Concursa, en el mismo se publican las ofertas del cargo -o sea, lo que 
dispone el Inciso para el perfil que está llamando-, y se recepcionan las postulaciones de las personas que 
previamente se registan. Luego de que la persona está registrada, sólo basta que decida postularse a un 


llamado. En el portal también se van publicando todas las novedades del concurso, o sea, las actividades que 
se van a realizar, las etapas, el material de estudio. El tribunal se encarga de elaborar los requisitos sobre el 
material que se tomará en cuenta a la hora del concurso, en la hipótesis de que sea de oposición. El postulante 
tiene la chance, obviamente, de bajarlo o estudiarlo en el sistema. Luego se van publicando cada una de las 
etapas: la etapa de la entrevista, la fecha en que se va a hacer la prueba de oposición y, por último, las actas 
que van resultando del proceso de selección, hasta la última, que es el fallo final del tribunal. Luego, el 
expediente continúa con el proceso administrativo burocrático que corresponde: homologación por parte del 
jerarca, remisión a la Contaduría y a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Como decía al principio, cada Inciso proyecta las necesidades de personal. Eso genera el plan anual del 
segundo semestre de cada año, que es sometido a la consideración de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 
Posteriormente, se discuten las bases del concurso entre el Ministerio y la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. Esas bases son sometidas a consideración del jerarca, quien las aprueba, designa al tribunal y convoca 
al llamado. Una vez que se dictó el acto administrativo por el cual se convoca al llamado, el mismo es 
publicado en la Oficina Nacional del Servicio Civil a través del portal de Uruguay Concursa, y comienza la 
etapa de reclutamiento y de selección. 


El reclutamiento implica la publicidad y que las personas puedan postularse al llamado, y la selección todo el 
proceso que comienza de acuerdo con lo definido por el tribunal en las bases para elegir a la persona o a las 
personas más aptas. 


Luego se genera el fallo del tribunal, que es el acta final, que es sometida al jerarca del Inciso para su 
aprobación. Una vez que es aprobada por el jerarca del Inciso, vuelve a la Oficina Nacional del Servicio Civil 
y a la Contaduría General de la Nación. La Oficina Nacional del Servicio Civil vuelve a hacer un control de 
legalidad y, en función de eso, lo remite a la Contaduría, que es definitivamente la que controla que ese 
llamado sea contra un cargo o una función, y que haya una partida presupuestal para poder contratar. 


Con esos dos elementos, se remite a la aprobación del jerarca del Poder Ejecutivo, es decir, a los Ministerios 
intervinientes -Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministro que esté afectando la contratación- y la 
Presidencia de la República. 


Los concursos tienen distintas modalidades; pueden por mérito y oposición, solo por oposición, por mérito, 
oposición y evaluación psicolaboral -esa es una etapa que se define al principio del proceso cuando se 
elaboran las bases que serán publicadas a la hora de efectuar el llamado-, y las etapas de entrevista personal y 
psicolaboral. Estas últimas pueden o no estar en el proceso; esto se define en función de la complejidad del 
llamado que se está efectuando. 


Con referencia a los números, tomando el período que va de 2011 -la Ley de Presupuesto se aprueba en el 
2010 y en el 2011 comienza Uruguay Concursa- a 2013, tenemos que la Oficina Nacional del Servicio Civil 
elaboró 1.347 concursos, de los cuales 1.135 culminaron. Resultaron desiertos 133, lo que implica 
prácticamente un 10% de los llamados, lo que desde nuestro punto de vista es un porcentaje alto. Este 
número es importante, porque demuestra que no siempre es atractivo el llamado del Estado. Cuando hicimos 
los estudios para ver por qué razón sucedía esto, luego del costo que implica desde el punto de vista 
burocrático efectuar un llamado, concluimos que se debía a que la propuesta salarial, considerando la 
exigencia del perfil, no era acorde a las expectativas de las personas. Entonces, se daba el caso de un llamado 
que era de gran necesidad para un Ministerio, pero como en la actividad privada la respuesta salarial es mejor 
que en la pública, las exigencias del Estado resultan altas, y el salario no es tanto, terminaba desierto. Por eso 
nos queda un 10% de llamados vacantes. 


Otro dato importante es que para estos 1.347 concursos hubo 374.491 postulantes. A diciembre de 2013 -que 
fue cuando se realizaron los últimos llamados publicados; en el 2014 no se pueden hacer, a partir de lo que ha 
dado en llamarse la veda electoral, el período por el cual no se pueden efectuar llamados a funcionarios 
públicos-, esas 374.491 postulaciones no implican lo mismo que personas registradas, que representan un 
tercio de esa cantidad. Hay alrededor de 147.000 personas registradas, de las cuales se postularon 
promedialmente a tres llamados. Fíjense que las postulaciones que se efectuaron representa a más del 10% de 
la población del Uruguay. 


En el siguiente cuadro, tenemos que por méritos y antecedentes se efectuaron en el 2011, 97 concursos, y por 
oposición y méritos 155, lo que da un total de 252 concursos. 


En el año 2012, los concursos por méritos y antecedentes fueron 292 y, por oposición y méritos, 333, 
totalizando 625 concursos. Ese fue el año en el que hubo más concursos. 


Por último, en el año 2013 hubo 319 concursos por méritos y antecedentes y 151 por oposición y méritos, 
totalizando 470 concursos. 


La gráfica que figura a continuación de este cuadro muestra cómo en el transcurso de los años fue bajando el 
tiempo burocrático de la actividad de los tribunales, desde que aparece el llamado en el portal hasta que el 
tribunal da su fallo. En el año 2011 el proceso del concurso demoró 187 días. En 2012, luego de recapacitar a 
los miembros del tribunal, de hacer un mayor seguimiento de los concursos y de que el resto de los 
funcionarios se familiarizaran con el uso del portal y del sistema, abatimos a 122 días el plazo del tribunal. 
Por último, en el año 2013 logramos reducir a 85 días -menos de tres meses- el tiempo que se demoraba en 
seleccionar para ingresar a la Administración Pública. 


Por supuesto, para el Servicio Civil esto significó una apuesta a un sistema transparente, abierto, profesional 
y con igualdad de posibilidades. Obviamente, todo esto es de gran valor para todos los que entendemos que la 
Administración Pública tiene que trabajar atendiendo esos factores, pero el aspecto que resaltaría, en lo 
personal -sin duda, la Oficina comparte esta posición-, es la igualdad de acceso a la función pública, dado 
que desde cualquier parte del país, ingresando al portal, las personas que así lo deseaban podían postularse y 
acceder a toda la propuesta de la Administración Central; el número de personas postuladas así lo demuestra. 
Quizás la accesibilidad sea el mayor mérito de todo el proceso, más allá de la rigidez en cuanto a que el 
proceso estuviera cubierto todo el tiempo desde el punto de la legalidad. 


Para la concreción de este cambio, claramente, se visualizan varios aspectos que siempre tienen relación 
directa con el resultado: la férrea voluntad política, en el sentido de que este proyecto tenía que salir adelante; 
los recursos necesarios para su concreción, que estuvieron disponibles en la medida de las economías del área 
de Servicio Civil, que siempre son acotadas para los grandes cometidos que tiene; y la aplicación de los 
conocimientos técnicos que estamos convencidos están en el área de Servicio Civil. 


El desarrollo de este proyecto está inspirado en lo que determinó el constituyente a la hora de crear la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. El artículo 60 de la Constitución preveía que el cometido principal era asegurar 
una administración eficiente. En esa época todavía no se hablaba de eficacia, pero en el concepto de 
eficiencia estaba implícita la eficacia que, por supuesto, es a lo que apostamos cuando trabajamos en este 
proyecto que creemos que cambió la manera en que se brinda la oferta al ciudadano respecto a los cargos 
públicos a los que todos podemos aspirar. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiero hacer una aclaración. 


Más allá del cierre del informe al 31 de diciembre, se sigue trabajando en forma permanente en el tema. Por 
ello hay algunos ajustes al informe, que me gustaría precisara la socióloga Corti, a fin de todos tengamos la 
misma información. 


SEÑORA CORTL.- Como dijo el Director, se hicieron algunas correcciones. Trajimos una copia para 
entregar a la Comisión, pero queremos mencionar algunas que nos parecen importantes. 


Por ejemplo, en la página 14 del informe se expresa que los contratos de horas docente del Instituto Clemente 
Estable, de centros MEC y centros de capacitación suman 841. En realidad, totalizan 941. 


En esa misma página se señala que los asistentes de Ministros, artículo 9% de la Ley_17.930, son 34. Esta cifra 
debe corregirse, dado que son 17 y no 34. 


En la página 33 -en una nueva versión del informe que también vamos a entregar- se incluyó una nota 
aclarando que los datos por departamento en la gráfica correspondiente no incluyen los vínculos itinerantes y 
sin clasificar. 


En la página 49 del informe se señala que es en el Poder Ejecutivo donde hay más no funcionarios. En 
realidad, el aumento de 1571 en la categoría no funcionarios se debe, fundamentalmente, a variaciones en 
Antel, 588, en Inau, 325 y en ASSE, 291. En el Poder Ejecutivo la variación total es de 21 vínculos más. 


Por último, en la página 54 hay una tabla que es igual a la de la página 53. En su lugar debió figurar una tabla 
de no funcionarios, que entregaremos a la Comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Cuando hablamos de vínculos laborales -se lo planteamos anteriormente al 
Ministro de Economía y Finanzas porque él hizo la precisión- no necesariamente implica que se 
correspondan con un número de personas trabajando bajo distintas modalidades en el Estado. 
Nosotros preguntamos al Ministro sobre la desagregación, es decir cuántas personas tienen doble 
vínculo, cuántas triple vínculo, para llegar a una cifra que nos permita saber cuántas personas más 
trabajan para el Estado año a año. Esta es una duda que se nos ha planteado siempre en anteriores 
instancias de Rendición de Cuentas y, por lo menos en lo personal, no he recibido una aclaración. El 
Ministro de Economía y Finanzas nos sugirió que cuando recibiéramos a las autoridades de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil les hiciéramos esta pregunta porque seguramente podrían darnos esta 
información. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Voy a hacer algunas consideraciones previas y luego pediré a la socióloga Corti 
que se refiera a este punto. 


Calcular número de personas y no de vínculos tiene algunos problemas. Se puede hacer, pero presenta 
dificultades. 


Como bien dice la señora Diputada Piñeyrúa, hay funcionarios que tienen dos, tres o más vínculos. Si 
consideráramos la cantidad de personas, cuando tienen más de un vínculo, deberíamos definir a qué 
organismo deberíamos imputarlas. Entonces, ¿cómo haríamos el cálculo primario? 


Voy a poner el ejemplo del contador Bello. El es funcionario de la Agencia Nacional de Vivienda; ese es un 
primer vínculo. También es docente del Consejo de Educación Técnico Profesional; este es un segundo 
vínculo. Y tiene un tercer vínculo porque es miembro de la Comisión Nacional del Servicio Civil. 


¿Quién registraría el vínculo? ¿La Agencia Nacional de Vivienda? ¿La Oficina Nacional del Servicio Civil o 
el Consejo Técnico Profesional? En ese sentido, se dan dificultades prácticas. 


Por otro lado, el sistema está armado para vínculos porque el artículo 14 de la Ley_N* 18.719 hace referencia 
a estos; creo que esto figura en la primer presentación que se mostró. Los antecedentes normativos del 
artículo 14, aunque con otras palabras, también referían a vínculos. 


Existen muchas dificultades para calcular la cantidad de personas. 


Solicito que al respecto la socióloga Corti explique algún estudio realizado. A su vez, como trabaja 
permanentemente en esto, que plantee las dificultades que se presentan, a fin de responder la solicitud de la 
señora Diputada 


SEÑORA CORTI.- Desde hace mucho años preocupa a la Oficina Nacional del Servicio Civil no saber 
la cantidad de personas que mantienen vínculo con el Estado. En ese sentido, se ha invertido tiempo y 
trabajo en la elaboración de sistemas de información. 


El problema actual para conocer su número -aunque sea del Estado- es que, amén de las dificultades que 
expresó el Director, se dificulta el proceso enormemente al momento de desagregar la información por 
organismo. La dificultad mayor que tenemos es que cuando en la etapa de relevamiento cargamos la 
información en los formularios que están en los sistemas y luego solicitamos a los organismos que chequeen 
esa información, siempre surgen diferencias; nunca nos dicen que la cantidad que figura en el sistema 
coincide con la que ellos tenían al 31 de diciembre. Eso genera una diferencia. Además, no podemos decir 
que los vínculos que figuran en el sistema son los que los organismos nos trasmitieron en el informe, que 


realmente corroboraron que fuera así. En ese sentido, se ha solicitado que luego de que los organismos 
mandan la información en el formulario, la vuelquen en los sistemas de información que es lo que 
posteriormente nos permite contar las cédulas. 


En el camino de saber la cantidad de funcionarios, se incluyó el caso de la ANEP porque es uno en los que se 
verifica más repetición de vínculos. En la Tabla 1 consignamos la cantidad de vínculos y de personas que 
informó el organismo. Sabemos que en caso de la ANEP hay más del 14% de vínculos repetidos. De hecho, 
sabemos que la cantidad es mayor, porque en la información figuran los vínculos repetidos dentro de cada 
subsistema, es decir, dentro de Primaria, UTU y no los que están repetidos en toda la ANEP. De acuerdo a 
una información que nos remitió el organismo, se nos comunicó que a diciembre de 2013 tenían 58.196 
personas con vínculos de funcionario público, pero en realidad, nos informaron que se trataba de 79.000 
vínculos. Entonces, de acuerdo a esa información, estaríamos hablando de más de un 20% de vínculos 
repetidos. Obviamente, esto no ocurre en todos los organismos, algunos tienen más y otros menos. Pero en 
ese sentido, se está trabajando. 


Reitero que el organismo en el que se da más esta situación es en el de educación. En lo que tiene que ver con 
el aumento de vínculos, por ejemplo, la Universidad de la República recién a partir de 2009 nos informó los 
vínculos, pero antes nos informaba la cantidad de personas. Por esta razón pensamos que hay un aumento de 
2.000 vínculos, que precisamente se debe a esa forma de informar. 


SEÑOR ASTI.- La socióloga Corti nos reflejaba los vínculos de la ANEP, que figuran en la Tabla 1, 
página 14, pero podría darse el caso de que alguna de estas personas también trabajara en otro 
organismo de la enseñanza... 


SEÑORA CORTI.- Es así. 
SEÑOR GANDINI.- Quiero ahondar en este concepto porque genera algunas confusiones. 


Hay un dato que parece objetivo. Actualmente, existen 298.743 vínculos laborales. Lo que podemos decir es 
que tenemos 298.743 salarios que el Estado paga por distintos vínculos laborales, ya sea un salario por 
persona o más de uno a una misma persona; pero paga 298.743 salarios cuando en el 2004 pagaba 241.725. 
Es decir, hoy paga 57.018 salarios más. 


Quiero dejar claro este concepto, que a los efectos presupuestales nos interesa: ha crecido el componente de 
remuneraciones personales para el Estado en general, como persona pública mayor, incluyendo todo: los 
organismos del artículo 220 de la Constitución, Gobiernos Departamentales, Poder Ejecutivo, etcétera. 


Es decir, tenemos 57.018 salarios más, pero no sabemos cuántas personas más tenemos. Este dato parece ser 
relevante, no solo a los efectos estadísticos para conocer el dato del multiempleo que tiene el Estado, sino 
para saber y poder comprobar las incompatibilidades; si no sabemos quiénes son las personas, ¿cómo 
sabemos las incompatibilidades que pueden tener? Es decir, no todos los funcionarios pueden tener más de un 
vínculo, depende si están dentro de la excepción. La norma es que el funcionario solamente puede percibir un 
salario público, pero hay excepciones, por ejemplo, en la docencia, pero hay otras, particulares. 


Saber quiénes son las personas es lo que nos permite verificar si existe alguna incompatibilidad, si por 
ejemplo, alguien trabaja en dos lugares a la vez y no puede hacerlo, o no tiene incompatibilidad porque 
trabaja en más de dos lugares y está permitido. A través de un programa sencillo, cruzando los nombres o el 
documento de identidad, que es único -a través del que los funcionarios se registran frente al Estado y el 
sistema de la seguridad social-, se puede saber cuántas personas están en esta situación. Debemos suponer 
que estos 298.743 vínculos laborales tienen algún régimen de seguridad social, ya sea como dependientes, 
contratados, unipersonales. Por lo tanto, el documento de identidad es el único que los registra. No parece ser 
tan difícil cruzar esa información para en algún momento saber que tenemos 298.743 vínculos laborales que 
son ocupados por equis cantidad de personas, de las cuales equis cantidad tienen más de un vínculo laboral, 
es decir, tienen una relación laboral múltiple con es Estado. 


Este tema no es menor e importa conocerlo. Además, importa saber la información que surja de estos cruces, 
porque también hay limitantes que establece la ley, por ejemplo, la carga horaria. El funcionario puede tener 
más de un vínculo laboral, siempre y cuando no le insuma mayor carga horaria semanal, porque, si no, se 


puede dar el caso de que mientras deja el saco colgado en una oficina, está trabajando en otra. Precisamente 
para evitar estas cuestiones es que existen esas limitantes. 


Entonces, si no conocemos las personas, ¿cómo sabemos si estas limitantes se están cumpliendo? 
¿Confiamos en el jerarca de la unidad que quizás cuente con la información de que ese funcionario trabaja 
equis cantidad de horas en otro lado? ¿Puede tener esa información? ¿Puede saber que mientras lo contrató 
por cuarenta horas semanales está haciendo cincuenta horas en otro lugar? Si no cruzamos la información, 
¿cómo lo verificamos? Creo que estas situaciones existen en la multiplicidad de vínculos que hoy tiene el 
Estado, que además incluyen no solamente los organismos tradicionales, sino también -no sé si todas- 
algunas condiciones o calidades dentro de las personas de derecho público no estatal. Al estar incluidas estas, 
obviamente, es muy difícil que el organismo, la empresa, o la persona jurídica, puedan comprobar cuántas 
horas y en qué funciones, compatibles o no, se desempeña en otro órgano del Estado. 


Luego, voy a formular alguna pregunta más vinculada a otro tema, pero este me interesa mucho. 


SEÑOR ASTI.- El señor Diputado Gandini planteó que se están pagando cincuenta y siete mil salarios 
más. Creo que estos pueden ser también medios salarios o cuartos salarios. En el caso de los docentes, 
en vez de veinte horas semanales, pueden ser cuatro horas semanales o seis horas semanales, etcétera. 
Además, hay que tener en cuenta a los suplentes, que están registrados acá y solamente cobran cuando 
el titular no realiza la función correspondiente. No sé si interpreté bien esa visión con respecto al pago 
de salarios. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Voy a hacer algunas aclaraciones de lo manifestado por el señor Diputado 
Gandini. 


Cuando hay un ingreso al Estado, una de las cosas que tiene que hacer el funcionario o no funcionario es 
firmar una declaración jurada, y si está dentro de las excepciones, tiene la obligación de realizar el trámite de 
acumulación, como mencionó el señor Diputado Gandini. El eventual incumplimiento o inexactitud en la 
declaración jurada implica ser sancionado penalmente. Y de todas las acumulaciones se hace el respectivo 
control de legalidad 


Me recordaba, con toda razón, el doctor Sánchez, que cuando se hace el control de legalidad de aquellos 
procesos que se realizaron a través de Uruguay Concursa, muchos de los expedientes eran devueltos porque 
ya se veía que hasta que no se solucionara el tema el funcionario debía renunciar al vínculo que tenía 
anteriormente o no podía ser designado. Sin perjuicio de lo que establece el artículo 14 con respecto a los 
vínculos, nosotros, con tiempo, podemos empezar a analizar la cantidad de cédulas que aparecen inscritas y 
de ahí saldría el número de personas. Ahora bien, lo podríamos hacer en esta instancia en una modalidad 
diferente a como hacemos el Registro de Vínculos. Como dije al principio, nosotros extraemos los datos de 
los sistemas de información del RVE y del SGH, los ponemos a disposición nuevamente del organismo para 
que vea si hay errores u omisiones -como lo explicó la señora Corti-, y le exigimos una devolución para 
confeccionar el informe de vínculos que enviamos en esta oportunidad al Parlamento. Podríamos hacer el 
ensayo de sacarlo de nuestros sistemas de información, aunque nos lleve un tiempo; puede haber alguna 
diferencia en la medida en que no lo mandemos al organismo. 


Esta es la aclaración que quería hacer al señor Diputado Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Si se pudiera hacer eso, sería muy conveniente a efectos de contar con esa 
información. Además, es la única manera de comprobar -o quizás la más fiel- que las declaraciones 
juradas de los funcionarios sean certeras. Si no hay manera de chequear esa declaración jurada -salvo 
que después se complique algo y, en ese caso, salte-, creo que este es un mecanismo objetivo, es decir, 
tener un registro de cédula de identidad para que cuando un funcionario llega podamos saber si tiene 
otro vínculo y si es compatible o no. Este es un desafío importante y no parece imposible y, quizás, con 
el tiempo mejoremos la información, que es buena. Estamos recibiendo una información muy 
completa, seria, que parece transparente y que no oculta aspectos que al Parlamento le interesa 
conocer. Simplemente, estamos haciendo una observación de una información que sería bueno agregar 
al trabajo que hace la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Nosotros podemos hacer valoraciones políticas de la información que se nos da, pero no creo que 
corresponda hacerlo frente a la Oficina Nacional del Servicio Civil, que no es la que toma determinadas 
decisiones, sino que, cumpliendo con la ley, las ordena y las registra. Pero, en estos últimos años, a los que se 
hace referencia permanentemente en las exposiciones del Poder Ejecutivo, tanto en los aspectos de gestión 
como económicos, muchas veces se hace la relación desde el año 2005en adelante. En resumen, desde 2004 a 
2009, los vínculos laborales aumentaron en 23.232, y en lo que va de este período, 33.786, lo que totaliza en 
estos nueve años 57.018. Este es un dato que tenemos que registrar y surge del propio informe que hace la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Quisiera plantear dos o tres preguntas. En primer lugar, quisiera saber si en el correr de este año crecen los 
vínculos laborales, más allá de que hay una inhibición para el ingreso al Estado en el año previo a las 
elecciones; es decir, si por alguna razón de excepción pueden crecer estos vínculos y cuando cerremos el año 
2014, el número de cierre de 2013 se va a ver modificado. 


En segundo término, en cuanto al Estatuto del Funcionario Público, que ha sido aprobado, nos gustaría 
conocer una evaluación somera o primaria de su aplicación desde el punto de vista de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


En tercer lugar, me gustaría saber cuál ha sido el desarrollo y la ejecución de las reestructuras que hemos 
aprobado hace mucho tiempo. Sabemos que algunas de ellas todavía están siendo tramitadas y otras han sido 
aprobadas. Concretamente, me gustaría saber cuáles han sido aprobadas y en qué grado de ejecución están en 
este año, siendo que muchas de ellas debieron cumplir con determinadas partes de su desarrollo antes de que 
comenzara el año electoral. 


Estas son las tres preguntas concretas que quería trasladar a la delegación. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En cuanto al aumento de vínculos, creo que debemos hacer algunas precisiones. Más 
allá del aumento de los vínculos duros o permanentes hay una nueva realidad que obedece al trabajo 
constante que hace el observatorio y la Oficina, en cuanto a que se inscriban todos los vínculos, aun los que 
tienen menor incidencia. Hay ejemplos claros en referencia a los niveles salariales y voy a empezar por casa. 
En la Escuela Nacional de Administración Pública hay 90 docentes y por lo tanto hay 90 vínculos, sin 
embargo algunos dan un curso de doce horas en el año. Es decir que si miramos los números puros y crudos, 
evidentemente va a haber aumento. Lo mismo sucede con los suplentes. Además, los contratos de 
arrendamiento de obra y servicios con organismos internacionales no se inscribían, pero ahora cada vez 
presionamos más para que se inscriban. En ese sentido, cada vez que viene una renovación, si no aparece 
inscrito en el sistema correspondiente, no damos la autorización para la enmienda, la prórroga o lo que se 
pida. 


Por lo tanto, hay que diferenciar los vínculos más duros y permanentes de los que a pesar de tener el mismo 
valor porque suman, no tienen el mismo peso en cuanto a la masa salarial. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Alejandro).- El asunto de incremento de vínculos me interesa 
particularmente porque tiene connotaciones fuertes en el análisis del total. 


Hay actividades que lleva adelante el Estado en diversos organismos para poder desarrollar mejores políticas, 
que ha sido un reclamo de todo el sistema político nacional tanto del oficialismo como de la oposición, como 
por ejemplo las destinadas a la educación, la salud y la seguridad pública en cuanto al incremento de 
presupuesto y recursos, que son actividades que requieren un uso intensivo de mano de obra. No se puede 
tener mejor educación si no se tienen más y mejores docentes, y no se puede tener más atención en salud si 
no se tienen más médicos y enfermeros. Por lo tanto, el desarrollo de esas áreas de políticas del Estado 
necesariamente tiene que ir acompañado de la contratación de recursos humanos. Por supuesto que en el resto 
de las actividades del Estado también se necesitan recursos humanos, pero puede haber un debate acerca de 
cuánto engorda la burocracia según el área y la política a desarrollar. 


En definitiva, en cuanto al incremento de vínculos, quisiera saber qué porcentajes corresponden a ANEP, 
Udelar, ASSE y el Ministerio del Interior, para visualizar los porcentajes destinados a las políticas que todos 
los partidos reclaman. 


SEÑORA CORTI.- Las áreas en las que más han aumentado los vínculos son educación, salud y 
seguridad, tanto en funcionarios como en no funcionarios. Con respecto a 2012 los vínculos crecieron 
más en ANEP y son 4.376; en ASSE, 1.166; en la Universidad, 1.161, y en el Ministerio del Interior, 
1.195. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Teóricamente los vínculos laborales podrían crecer, en primer lugar, porque la 
veda empezó a correr a partir del 28 de febrero y los aspirantes a los cargos de los concursos que 
terminaron a fines del año pasado o a principios de año -según informó el doctor Sánchez en cuanto a 
Uruguay Concursa- pueden ser designados en el correr del presente año. En segundo término, porque 
la inhibición no corre para quienes no son funcionarios públicos, o sea que puede haber llamados de 
becarios, pasantes y arrendamientos de obras y servicios con organismos internacionales. Y en tercer 
lugar porque la Ley N” 16.127 establece las excepciones a la inhibición y qué organismos pueden 
contratar. Estos motivos indican que puede haber variaciones. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Alejandro).- Sería interesante profundizar y volcar más información. 


Recuerdo que en la última Rendición de Cuentas, cuando estuvo la Oficina Nacional del Servicio Civil en 
esta Comisión, una de las preocupaciones de todos los legisladores, tanto del Gobierno como de la oposición 
-se recordará que fue una sesión bastante larga- era si llegábamos antes del 28 de febrero a presupuestar a 
todos los funcionarios luego de una evaluación de desempeño, como establecía la ley de Estatuto del 
Funcionario Público, que fue aprobada por todos los partidos. De hecho en la discusión de la Rendición de 
Cuentas se preguntó -se puede consultar la versión taquigráfica para saber cuáles legisladores estaban más 
preocupados- si llegábamos al 28 de febrero para poder contratar a todos esos funcionarios. 


Por lo tanto, quisiera saber cuántas personas ingresaron en calidad de funcionarios públicos antes del 28 de 
febrero de este año. 


SEÑOR BERNINLI.- Quedé pensando respecto a la posibilidad que planteó el señor Diputado Gandini 
en cuanto a controlar y evitar que haya duplicación de vínculos con el Estado, ya que salvo excepciones 
explícitas en materia de educación y salud, no debería existir. Esto involucra a todos los funcionarios 
del Estado, incluso a los de las Intendencias. En ese sentido, quisiera saber si la Oficina Nacional del 
Servicio Civil tiene información respecto a los vínculos laborales de cada Intendencia para cotejar. 
Además, me gustaría saber qué clase de vínculos. Tenemos muy claro cuáles son los vínculos del Estado 
nacional ya que nosotros votamos los mecanismos de ingreso y simplificamos las más de cien formas de 
contratación que había antes de 2004. Es decir que existe un nivel importante de racionalidad. En ese 
sentido, quisiera saber si la Oficina Nacional del Servicio Civil centraliza la información a nivel de las 
Intendencias en cuanto a los tipos de vínculos y las formas de ingreso. Digo esto porque son tan 
funcionarios públicos como los demás. 


SEÑOR BEROJIS.- En el análisis de vínculos laborales aparecen los jornaleros de Intendencia y se 
nombran las de Río Negro, Tacuarembó, Soriano y Durazno, y nada más. Quisiera saber si esa 
situación se dio solo en esos departamentos o las otras Intendencias no acercan información, que puede 
pasar. 


Recuerdo que en un Presupuesto o en una Rendición de Cuentas discutimos la falta de información que las 
Intendencias podrían llegar a tener con respecto a los cumplimientos de gestión que son tan importantes con 
relación al dinero que se otorga de acuerdo con el artículo 214 de la Constitución. 


SEÑORA CORTI.- Con respecto a cuántos se regularizaron, hasta el 28 de febrero no tengo la nómina, pero 
la podemos remitir a la Comisión. Luego, al 31 de diciembre -como hace referencia el informe- los 
provisoriatos eran 956. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Acotando esa referencia, quiero señalar dos cosas. Todos esos procesos 
culminaron. Hoy en día no podemos decir exactamente cuál es el número por lo siguiente. Como esto 
estaba atado a las reestructuras, muchos de los organismos decidieron mantener contratos temporales; 
no todos pasaban a ser provisoriatos. Entonces, hay que sacar el cálculo de cuántos de ellos sí lo 
hicieron, porque algunos entendieron que eran funciones permanentes y otros no, es decir, que se iban 


a agotar con el tiempo y. por lo tanto, tenían el plazo máximo de seis años como temporales. En ese 
sentido, no todos pasaron por una decisión del Poder Ejecutivo. 


Después, hay que ver cómo culmina el proceso, porque pasan a provisoriato y ahí tienen el sistema de 
evaluación en forma previa a pasar a ser presupuestados. Puede suceder que en esa etapa no culminen con 
éxito las pruebas que están pautadas de acuerdo a las normas. 


Si así lo desean los señores Diputados, podemos enviar a la Comisión los números referidos a este tema, sin 
ningún inconveniente. 


SEÑORA CORTI.- Con respecto a la consulta sobre los vínculos que tienen los gobiernos 
departamentales, en la tabla II aparecen discriminados en presupuestados, contratos permanentes, 
zafrales, eventuales y otro tipo de funcionarios. Después, dentro de los no funcionarios públicos, 
aparecen los becarios, pasantes, arrendamiento de obra con organismos internacionales, 
arrendamientos de servicios, contratos a término, que hay uno solo y otros. 


En cuanto a la pregunta que refiere a los jornaleros de las Intendencias, cabe señalar que, la de Durazno tiene 
287, Río Negro 944, Soriano 459 y Tacuarembó 672. Obviamente, todas tienen otro tipo de vínculos, que ya 
mencionamos. 


En cada formulario que está en el informe, figuran las Intendencias y las Juntas Departamentales. Allí 
aparece discriminado lo que tienen cada una de ellas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Complementando lo que decía la señora Corti, quiero señalar que entre las 
páginas 335 y 525 del informe está el desarrollo de los vínculos tanto de funcionarios como de los no 
funcionarios de cada una de las Intendencias. Inclusive, también aparece lo relativo al Congreso de 
Intendentes. 


En cuanto al Estatuto del Funcionario Público y el desarrollo de las reestructuras, me gustaría que 
interveniera el contador Ramiro Bello. 


SEÑOR BELLO.- Para tratar de enganchar el tema con lo que se venía hablando que tiene que ver con 
los tipos de vínculos y prohibiciones, en principio debemos dividir las aprobaciones que se produjeron 
el año pasado. Por un lado, se aprobó el Estatuto del Funcionario y, por otro, estructuras organizativas 
por parte del Poder Ejecutivo, lo que dio lugar a solicitar al Parlamento la aprobación de determinada 
cantidad de puestos de trabajo, es decir, la creación de cargos, de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 7” de la Ley N” 18.719. 


Evidentemente, para cubrir esos cargos con nuevo personal debía hacerse antes del 28 de febrero. Ese 
proceso se realizó, como bien decía el señor Director. Podemos dar las cifras de cuántos fueron los que 
quedaron con vínculo provisorio, es decir, que pasaron de contrato temporal a provisorio en función de los 
cargos creados porque se decidió que esos puestos eran para tareas permanentes, no coyunturales. Podrían 
haber sido para tareas permanentes de acuerdo a la nueva definición del Estatuto y ser coyuntural por el 
volumen, y se definieron los puestos que iban a ingresar por el sistema provisorio, que habían dado concurso 
por contrato temporal de Derecho Público. Ese proceso terminó allí. 


En cuanto a la estructura organizativa, la Oficina Nacional del Servicio Civil diseñó una planificación para 
apoyar a cada uno de los Incisos que hicieron una reestructura organizativa, salvo los Ministerios del Interior, 
de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores. Si bien el Ministerio de Educación y Cultura tuvo una 
nueva estructura de puestos de trabajo, no fue de carácter organizativa. En todos los demás casos se está 
trabajando con cada uno de los Incisos en un proceso de ir cubriendo esa nueva estructura organizativa, es 
decir, de ir estructurándola e implantándola. Ese proceso ya se ha iniciado. 


En lo que tiene que ver con la migración al nuevo sistema de carrera, debemos referirnos al estatuto. Dada la 
complejidad del pasaje de la anterior estructura escalafonaria establecida en la Ley N* 15.809 y por parte de 
SIRO al sistema escalafonario que establece el estatuto del funcionario dividimos en dos grandes etapas. La 
primera de ellas -para la que el Poder Ejecutivo dictó un decreto- consiste en que a cada uno de los 


funcionarios presupuestados de carrera se les asigna un cargo en la nueva reestructura escalafonaria en 
función de determinados criterios objetivos, y se les respeta la retribución, el nivel de desarrollo alcanzado en 
la carrera, conforme a lo establecido en el propio Estatuto del Funcionario. Para implementar las migraciones 
que se producirán en cada uno de los Incisos, en el decreto del Poder Ejecutivo se dispuso que la Comisión 
de Análisis Retributivo y Ocupacional -que tiene ese cometido de acuerdo al Estatuto- sea asistida por 
subcomisiones técnicas. Ese proceso también se ha iniciado y en todos ellos se solicita que participe la 
Confederación de Funcionarios. 


Por otro lado, la implementación del Estatuto no solo tenía que ver con la migración al nuevo sistema de 
carreras, sino que también llevaba asociado cambios profundos como, por ejemplo, la evaluación de 
desempeño, el nuevo sistema de ascensos y la selección y evaluación de las funciones de conducción, o sea, 
el nuevo sistema de gestión administrativa, a través de las funciones de conducción. Todos esos reglamentos 
han tenido un proceso de discusión en la negociación colectiva. Precisamente, en el día de ayer, culminamos 
la fase de la evaluación del desempeño; ya habíamos culminado la fase de evaluación y de selección de las 
labores de conducción. 


Ese proceso implica que se deban dictar decretos reglamentarios por parte del Poder Ejecutivo, a través del 
asesoramiento que brinda la Oficina Nacional del Servicio Civil. Por otra parte, hay reglamentaciones que ya 
se han dictado con relación a las condiciones de trabajo y está en proceso de aprobación el nuevo sistema de 
régimen disciplinario; el proyecto respectivo está para ser firmado por el Consejo de Ministros. Es decir, 
estamos en la fase de implementar todos los aspectos que cambió el Estatuto del Funcionario. 


Nuestra planificación nos lleva a decir que, en la medida en que podamos terminar con éxito esta fase, el 
sistema de funcionamiento del Estatuto del Funcionario, en todos sus aspectos, quedará implementado a lo 
largo de este año. Cabe acotar que se dejó para una segunda fase la reconstrucción de los aspectos 
conceptuales desde el punto de vista retributivo de los nuevos sistemas, porque implicaría una simplificación 
de los objetos del gasto y, quizás, más que hacer un cambio, esta deba ser una propuesta hacia la nueva 
Administración para que considere si la quiere incluir en el próximo Presupuesto Nacional. 


A grandes líneas, en esto es en lo que está la Oficina Nacional del Servicio Civil. Estamos tratando de hacer 
esta implementación en el marco de lo que establecen el Estatuto del Funcionario y las distintas leyes de 
Rendiciones de Cuentas, que es donde se decía cómo se debía migrar o asignar un cargo en la nueva 
estructura escalafonaria. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Complementando las expresiones del contador Bello, sin perjuicio de lo que hoy 
está siendo objeto de negociación colectiva, podemos hacer referencia a lo que ya fue aprobado. 


El 4 de noviembre de 2013, por Decreto N* 356/13, se establecieron disposiciones relativas a la 
desvinculación de los funcionarios de la Administración Central. El Decreto N* 374/13, de 15 de noviembre 
de 2013, reglamentó las condiciones de contratación bajo la modalidad de provisoriato. El Decreto 

N* 118/14, de 30 de abril de 2014, reglamentó las condiciones de contratación bajo la modalidad de contrato 
de trabajo. El Decreto N* 130/14, de 19 de mayo de 2014, reglamentó nuevas disposiciones relativas al 
régimen de provisoriato. El Decreto N* 154/14, de 30 de mayo de 2014, estableció el nuevo sistema de 
migración al nuevo modelo de carrera. Por último, el Decreto N* 169/14, de 9 de junio de 2014, reglamentó 
las condiciones de trabajo, artículos 6” a 12 de la Ley N” 19.121. 


SEÑOR GAMOU.- En primer lugar, quiero hacer una pequeña introducción, que dirijo a mis colegas y 
al señor Presidente -si bien es colega, tiene su institucionalidad-, no a la delegación. 


Hace tres o cuatro años, junto con los señores Diputados Gandini y Germán Cardoso, hicimos un trabajo para 
el BID -creo que era para ese organismo- en el que expresamos que para la consideración de los proyectos de 
Rendición de Cuentas y de Presupuesto, la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda debía 
trabajar más, desde el punto de vista metodológico. Esta reunión es prueba de ello. Estamos tratando un tema 
muy sensible e importante en una reunión de tres horas -eso es lo que llevamos-, cuando podríamos recibir a 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, por lo menos, cuatro veces en el año para ir evacuando todas las 
dudas. Por eso, me parece que teníamos razón cuando hicimos aquel trabajo. 


Voy a empezar por decir que esta sesión me hace acordar a fines de la década de los setenta, cuando el Frente 
Sandinista de Liberación Nacional entró en Managua, Nicaragua, y antes de transcurrir tres horas, los 
somocistas y la Administración Reagan ya le estaban pidiendo elecciones "a la sueca", en un país que no 
tenía cédulas, en el que no había censo, no había absolutamente nada. ¿Por qué traigo esto a colación, que 
puede parecer que no tiene absolutamente nada que ver? Quiero recordar lo que me dijo el doctor Toma, 
cuando se hizo cargo de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en el año 2005: "Yo no sé por dónde 
empezar". Lo dijo por lo que recibimos en el año 2005. Ni siquiera podíamos decir cuántos vínculos laborales 
había. Se tenían contratos de obra, funcionarios, becarios, pasantes, algunos que estaban y otros no, contratos 
parciales y otro montón de situaciones. Si de vínculos laborales vamos a hablar... No obstante, me parece 
muy bien que la oposición exija, porque el Parlamento está para controlar. 


Recordemos que a partir del año 1985 se hicieron numerosas leyes para impedir el ingreso a la función 
pública, pero ¡vaya si se las "baipaseó"! ¡Vaya si la inventiva del Estado uruguayo fue brillante para 
"baipasear"! Vamos a entendernos: en el Uruguay, ha entrado gente a laburar para el Estado a punta de pala. 
En ese momento, se inventaron las Comisiones de Apoyo, los contratos de obra, los becarios, los pasantes, y 
esos no estaban registrados. 


Digo esto porque aquí estamos discutiendo en un muy lindo ámbito, pero las cosas entran por los 
estereotipos. En un rato, vamos a salir y ¿sabe, señor Presidente, cuál va a ser el gran titular? Será: "Hay 
cincuenta y siete mil funcionarios públicos más; casi llegamos a trescientos mil funcionarios públicos". 


(Interrupciones) 


Solicito al señor Presidente que me ampare en el uso de la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Escuchemos al señor Diputado Gamou. 
SEÑOR GAMOU.- Estoy haciendo una introducción; después, haré preguntas. 


Se habla de aumento de presupuesto; lo hubo. 


Casualmente -esto sí me lo tendrá que eliminar de la versión taquigráfica, señor Presidente, porque no tiene 
absolutamente nada que ver con el asunto que estamos discutiendo-, recién escuchaba, a propósito del 
incremento presupuestal por efecto de algunos aumentos salariales, quejas de la oposición: "Se aumentó el 
presupuesto de la educación y, sin embargo, no mejoró el nivel educativo" o "El aumento de salario de los 
docentes no significa que vayan a mejorar los niveles". Pero también se aumentó el salario a los policías y, 
sin embargo, con el salario de los policías no se meten, y sí con el de los docentes. Insisto, señor Presidente, 
elimine esto de la versión taquigráfica. 


Concretamente, antes de que el señor Presidente me llame la atención, quiero preguntar al Director de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil si hoy estamos en condiciones de decir que el servicio de inspección del 
Banco de Previsión Social podrá ir a cualquier dependencia del Estado uruguayo y no encontrará ningún 
problema de falta de aporte. 


En segundo lugar, quiero saber si es posible que la Oficina Nacional del Servicio Civil -porque no me gusta 
comparar zapallo con perejil; se habla de 298.000 vínculos laborales, pero quisiera saber cuántos existían 
cuando llegamos al Gobierno en 2005- cuantifique la cantidad de vínculos laborales que existían, incluyendo 
los de las Comisiones de Apoyo, contratos de obra, becarios y pasantes porque si no realmente me parece que 
sería comparar zapallo con perejil. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En términos generales, todos los organismos iniciaron oportunamente procesos 
de regularización. Por ejemplo, más allá de que hoy no sé exactamente cuántos vínculos tienen y tenían 
en 2005, por la sencilla razón de que esos informes no existen y que se trata de una persona jurídica de 
derecho privado, sí nos consta que en las Comisiones de Apoyo se hizo un enorme esfuerzo por 
regularizar un montón de situaciones que en su momento eran irregulares. Es decir, todos sabemos -y 
acá se explicó en las distintas comparecencias de Ministros de Salud Pública y autoridades de ASSE- 
que en su momento existía un montón de contratos en negro, principalmente en las Comisiones de 
Apoyo locales. ASSE ha ido regularizando estas situaciones y ktransparentándolas. Es más, 


lamentablemente, el Ministerio de Salud Pública aún está pagando juicios -porque hasta 2007 la 
personería jurídica la tenía el Ministerio de Salud Pública y no ASSE- a trabajadores, porque algunos 
aportes no se vertían, con todos los problemas que ello supone en las Comisiones de Apoyo locales, 
porque eran vecinos de buena voluntad que ponían su nombre y su trabajo para que funcionara una 
comisión que iría a apoyar determinadas actividades del hospital local. 


Más allá de las buenas voluntades y los problemas consiguientes para algunas personas y, en definitiva, para 
el Estado, es evidente el esfuerzo que hizo el Estado en todos estos años para solucionar todos los problemas, 
ya no solo con el ingreso regular de quienes acceden hoy, sino también empezando todo un proceso de 
revisión para tratar de cuantificar las situaciones irregulares y, precisamente, regularizarlas. 


En ese sentido, creo que el Estado ha tenido una actitud responsable y una política clara para transparentar 
todos estos procesos. 


Reitero lo que dije en diversas oportunidades, acá y en otros ámbitos. Se trata de una cuestión de cultura 
institucional y nosotros trabajamos permanentemente, a pesar de que afinar los números signifique aumentar 
el número de vínculos, a fin de que los informes reflejen la realidad. No tergiversamos la realidad. 


Entonces, esto forma parte de una cultura institucional que apoyamos y alentamos, y sabemos que se está 
desarrollando desde hace algunos años en el Estado. 


Por último, el objetivo de la simplificación de vínculos fue recopilar en pocos vínculos la disparidad de 
situaciones que hacían que el Estado perdiera el control. Creo que ahora tenemos mayor control, mejor 
información y que el Estado, responsablemente y como corresponde, ha trabajado en aquellas situaciones que 
con el tiempo se devenían como irregulares. Como todo, se trata de un proceso, porque todos los problemas 
no se solucionan de un día para el otro, pero nos parece que el Estado sigue una línea de trabajo fuerte, 
coherente y transparente, y es la que debería seguir en el futuro. 


SEÑOR GAMOU.- Quedó pendiente la cuantificación de vínculos laborales a 2005, incluyendo 
contratos de obra, pasantes, becarios y Comisiones de Apoyo. 


SEÑORA TEJERA.- En el cuadro que se exhibe figura la evolución de los vínculos con calidad de 
funcionario público desde 1995. 


En 1995 había 261.000 vínculos con calidad de funcionario público y en 2013 es de 280.000. A partir de ese 
momento se da un descenso de la cantidad de vínculos producto de la prohibición de ingreso a la 
Administración Pública. 


Sin embargo, tenemos una duda razonable de cómo se informaba la cantidad de vínculos en esos años. Por 
ejemplo, la Udelar nos ha dicho que solo informaba personas y no vínculos y la ANEP los docentes interinos, 
los suplentes y los efectivos. Es decir, de acuerdo con el informe que solicitamos a la ANEP, y que entregó 
ayer, hay 82.000 vínculos y 58.000 personas. 


Por lo tanto, si analizamos desde 1995 a la fecha, quizás haya la misma cantidad de personas, pero la 
información es otra. Ahora la estamos obteniendo con mayor certeza y, además, estamos considerando todos 
los vínculos y no las personas. Reitero: tenemos una duda razonable en cuanto a que en los períodos 
anteriores contáramos con toda la información. 


Por otro lado, los organismos que nos brindan la información a veces son reacios a proporcionarla porque no 
visualizan en qué les puede servir registrar todos los vínculos que tienen. Permanentemente, tenemos la tarea 
de hablar con quienes ingresan esa información para que lo sigan haciendo. Además, nos cambian a los 
referentes de los organismos que venían haciendo esa tarea y volvemos a empezar a capacitarlos y a 
explicarles qué es un vínculo. Creo que debemos devolver a esos organismos algo de este sistema que 
registra sus vínculos que les permita planificar mejor sus necesidades de recursos humanos y visualizar la 
cantidad y en qué lugares realmente están los vínculos porque, de lo contrario, en el próximo período van a 
tener el mismo problema ya que no es fácil para la Oficina Nacional del Servicio Civil brindar todos estos 
datos. 


SEÑOR BELLO.- Voy a dar un ejemplo que conozco de adentro: un docente puede ser efectivo en una 
materia y tomar veinte horas, y en otra materia puede ser interino porque no se efectivizó, con lo cual 
aparecen dos vínculos en el mismo subsistema; además, en otra materia puede ser suplente porque la 
carga horaria se lo permite. Si eso no funcionara así, muchas de las horas no podrían ser cubiertas y, 
aun de esta manera, hay una problemática para cubrir las horas. Si no se dan más vínculos debe ser 
porque los docentes están sobrecargados de horas y por ello hay que llamar a nuevos docentes. Esta es 
la forma en que funciona el sistema para poder cubrir horas docentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia y la información proporcionada por la delegación. 


Se pasa a intermedio hasta la hora 14. 
(Es la hora 11 y 48) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 16) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda, tiene el gusto de recibir a una delegación 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente compuesta por el señor Ministro, 
arquitecto Francisco Beltrame; el Director General de Secretaría, doctor Carlos Martínez; la Directora 
Nacional de Vivienda, licenciada Lucía Etcheverry; el Director Nacional de Medio Ambiente, arquitecto 
Jorge Rucks; el Director Nacional de Agua, ingeniero Daniel González, y el Director de Vivienda Rural, 
escribano Ariel Díaz. 


Los hemos recibido para que nos brinden su informe sobre la Rendición de Cuentas 2013. 


Lo escuchamos, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En primer lugar, voy a excusar la ausencia de la señora Subsecretaria, arquitecta Raquel Lejtreger, 
quien está preparando las otras dos comparecencias que nuestro Ministerio tendrá también esta 
semana ante el Parlamento, y del Director de Ordenamiento Territorial, ingeniero agrónomo Manuel 
Chabalgoity, que tenía una reunión preagendada que le impide estar hoy con nosotros. 


Esta es una oportunidad importante, ya que se trata de rendir cuentas de lo realizado durante el año 2013 y 
también de sacar algunas conclusiones de lo que implicó este quinquenio desde el punto de vista de los 
avances sustantivos. 


Durante 2013, el Sistema Público de Vivienda, encabezado por el Ministerio, continuó avanzando en el 
diseño y ejecución de programas habitacionales para lograr un efectivo acceso y permanencia a la vivienda 
adecuada para todos los sectores de población, principalmente para los más vulnerables, contribuyendo a la 
equidad y al desarrollo social del país, en el marco del Plan Quinquenal de Vivienda aprobado por ley de 
Presupuesto. 


Esta política permitió la culminación de 13.813 soluciones habitacionales y tener en gestión 24.451 
viviendas, priorizando los programas de cooperativas, autoconstrucción y demás proyectos, que incluyen 
sectores sociales de pobreza y exclusión, en línea con la reforma social. A esto se suma la finalización de 
obras de 33 proyectos que en el marco de la ley de promoción de inversión privada se impulsaron para 
viviendas de interés social, herramienta que fue sumando nuevos proyectos para este año. 


Al escribir esto decíamos que actualmente hay 132 proyectos en obra, con 3.747 viviendas, alcanzando un 
acumulado de 265 proyectos presentados para un total de 8.446 viviendas, de las cuales a 195 se les ha 
aprobado su promoción. Hoy en día, 15 de julio, hay 10.821 viviendas presentadas en 360 proyectos que van 
cubriendo ampliamente todo el territorio nacional. 


En cuanto a la gestión ambiental y ordenamiento del territorio, la Administración ha dirigido sus esfuerzos a 
fortalecer la institucionalidad ambiental como instrumento clave de impulso para una gestión integrada e 


interactiva que fomente el desarrollo sostenido con responsabilidad intergeneracional, para lo cual, durante el 
año 2013, se concretó la aprobación de la nueva estructura organizativa del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, por Decreto N* 255, de 19 de agosto de 2013. 


Esta nueva organización y estructura de cargos y funciones permitirá mejorar los procedimientos y tiempos 
de respuesta, generar espacios para el desarrollo y la implementación de nuevas herramientas de 
planificación y gestión del territorio, del ambiente y del agua, facilitar los procesos transversales entre 
unidades ejecutoras del Gabinete ambiental, además de institucionalizar profesionales y técnicos e 
incrementar los recursos humanos especializados e interdisciplinarios, componentes sustantivos para abordar 
las competencias ampliadas que le han asignado a este Ministerio en los últimos años. 


Cabe anotar que se viene consolidando el proceso de mejora de respuesta a las demandas de autorizaciones 
ambientales, con 191 autorizaciones otorgadas durante el año 2013, tanto de proyectos tradicionales 
enmarcados en la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental como otros importantes proyectos para el país, a 
saber: la planta regasificadora, cinco parques eólicos y la ampliación de la planta de UPM. 


El desarrollo de las actividades mencionadas significó una ejecución presupuestal de todo el Ministerio de 
más del 97% de los recursos puestos en juego. 


Si el Presidente lo permite, la señora Directora Nacional de Vivienda, licenciada Lucía Etcheverry, podrá 
profundizar en lo que tiene que ver con la materia específica de vivienda. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Para tratar de ajustarme a los tiempos, también tengo preparado lo que 
ha sido la gestión en el año 2013, fundamentalmente de la Dirección Nacional de Vivienda. 


Durante este año debemos destacar dos ejes centrales en la ejecución de los diversos programas y de los 
lineamientos estratégicos del Plan Quinquenal. Uno de ellos ha sido la consolidación de la gestión de la 
diversidad, instrumento que habilita hoy a la construcción, adquisición y refacción de viviendas, a través de 
los distintos programas. Por otro lado, el segundo eje tiene que ver con el involucramiento de la población - 
que es participante y destinataria- en el desarrollo e implementación de los programas. Esto nos ha permitido, 
en diferentes escenarios, consolidar la ejecución de estas soluciones habitacionales, sobre todo a partir de la 
participación de la población ya sea con su esfuerzo propio, a través de horas de trabajo, o bien en forma de 
ahorro previo. 


Particularmente, el programa de cooperativas es uno de los ejemplos -conjuntamente con los programas de 
autoconstrucción, ya sea en terrenos públicos o privados- que involucra el aporte de la población participante 
con la dedicación de horas de trabajo y de mano de obra, a fin de efectivizar las soluciones habitacionales en 
cada uno de los proyectos. 


Vamos a resaltar, lineamiento estratégico por lineamiento estratégico, el desarrollo y los resultados que se han 
obtenido en el año 2013. 


A continuación, vamos a informar sobre el Plan Nacional de Relocalizaciones. 


El objetivo de este Plan es realojar, precisamente, a la población que habita en terrenos inundables y/o 
contaminados, a través de un modelo de gestión asociada con los Gobiernos Departamentales. Cada uno de 
estos proyectos comprende, además, intervenciones de carácter integral. Esto significa que también se 
incorporan componentes educativos, sanitarios y de generación de mayores oportunidades laborales, que 
configuran efectivamente un escenario de ejercicio de derechos y de mayores oportunidades de inclusión 
sociolaboral para las familias que están involucradas en cada uno de estos proyectos de relocalización. 


En el marco del Plan Quinquenal, desde 2010 a diciembre de 2013 se gestionaron 16 convenios dentro del 
Plan Nacional de Relocalizaciones, y 681 familias llegaron a soluciones definitivas. Particularmente, durante 
el año 2013 fueron 119 familias las que accedieron a su solución habitacional definitiva, logrando mejores 
condiciones desde el punto de vista del hábitat, así como del acompañamiento integral para la transformación 
de las condiciones de vida. Estas 119 soluciones habitacionales las podemos distribuir e identificar 
territorialmente de la siguiente manera: en la zona de San Francisco, Canelones, fueron 17 las familias 
beneficiadas; de los asentamientos "La Manchega", "Paso de las Duranas" y "Joanicó", en el departamento de 


Montevideo, 26 familias; residentes en Isla de Gaspar, también de Montevideo, 35 familias; de "La Chapita", 
4 familias accedieron a la compra de vivienda usada, 35 iniciaron el proceso de autoconstrucción, más 37 
familias de "Cañada Mandubí"”, finalizando el proyecto que, además, incorpora innovación tecnológica con 
construcción en madera. 


Además, durante el año 2013, permanecieron en gestión 13 convenios, en distintas etapas de obra, e implica a 
1.264 familias, distribuidas en todos los departamentos mencionados, además de Salto, Artigas y Colonia. 


La inversión destinada en 2013 al Plan Nacional de Relocalizaciones, ya sea para la construcción de nuevas 
unidades -a través de licitaciones con empresas y participación de autoconstrucción de las familias- como 
para compra de vivienda usada, fue de $ 237:000.000. 


El segundo lineamiento estratégico identificado con la rehabilitación y la consolidación urbana habitacional 
concentra la mayor cantidad de recursos presupuestales, así como la mayor diversidad de instrumentos 
destinados a la construcción de nuevas viviendas, la adquisición de viviendas y la refacción del stock 
existente. Esto significa: los programas de cooperativas, de construcción por el propio Ministerio, a través de 
licitaciones con empresas constructoras, tanto para población activa como para jubilados y pensionistas del 
Banco de Previsión Social; los programas de autoconstrucción en terreno propio, de las familias o de un 
familiar hasta el segundo grado de consanguinidad, y también autoconstrucción en terrenos públicos, 
aportados en algunos casos por el propio Ministerio, de su cartera de tierras, o por los Gobiernos 
Departamentales; subsidio al capital para la compra de vivienda existente, también con participación del 
sistema financiero, fundamentalmente del Banco Hipotecario, y distintos convenios con Gobiernos 
Departamentales, en el marco de una práctica de gestión asociada que se ha desarrollado en este período. 


Fundamentalmente, el programa de cooperativas ha tenido un crecimiento sostenido en los últimos tres años, 
destacándose en el 2013 -en cuanto a la gestión refiere- la descentralización hacia las oficinas 
departamentales del Ministerio, lo que implica un acercamiento de los funcionarios del Ministerio en cada 
uno de los departamentos a las realidades de las cooperativas y la posibilidad de que estas puedan resolver y 
gestionar los trámites vinculados a su préstamo, así como las dinámicas organizativas, sin tener costos de 
traslado, ni las demoras que implica concentrar esos trámites, como sucedía originalmente, en el 
departamento de Montevideo. 


En el Plan Quinquenal vigente, en términos de un acumulado, desde 2010 a diciembre de 2013 se finalizaron 
69 cooperativas, lo que significa que 2.623 familias accedieron -con su esfuerzo en trabajo y en ahorro 
previo- a una vivienda adecuada. De estas 2.623, en el año 2013 se finalizaron 360 viviendas, que involucran 
16 cooperativas. Por otra parte, a diciembre de 2013, 129 cooperativas permanecen en obra, lo que significa 
4.021 viviendas y 4.021 familias en procesos autogestionarios de construcción de su solución habitacional. 


En términos de inversión presupuestal, en el año 2013, el programa de cooperativas significó para el 
Ministerio destinar la suma de $ 1.509:000.000. 


Los programas de construcción para la compra de vivienda nueva por parte de la población activa, que se 
ejecuta a través de licitaciones que realiza el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente hacia las empresas constructoras, implican garantizar el acceso a una vivienda adecuada en 
términos de área, de acuerdo a la composición familiar, y en términos de localización de los predios 
vinculados, el aprovechamiento de todos los servicios de infraestructura y las oportunidades que hacen a estar 
en áreas consolidadas intermedias de la ciudad. Desde el 2010 a la fecha, se han finalizado y entregado 2.392 
viviendas, de las cuales 268 se terminaron en el año 2013, y permanecían en ejecución 316 viviendas más, en 
11 conjuntos habitacionales distribuidos en todo el territorio nacional. 


En términos presupuestales, la inversión para el año 2013, vinculada al pago a empresas constructoras para la 
construcción de estos complejos habitacionales, fue de $ 230:000.000. 


La construcción de viviendas para jubilados y pensionistas, que identifica, selecciona y adjudica el Banco de 
Previsión Social y que se realiza bajo coordinación con la Comisión Consultiva -integrada por los Directores 
sociales del Banco de Previsión Social y los representantes de la Onajpu- significó en todo el período, hasta 
diciembre de 2013, la finalización de 645 viviendas, de las cuales 132 fueron entregadas en el año 2013 y 
150 finalizaban obra a diciembre del mismo año, con una inversión de $ 381:000.000, que también abarca 


otras soluciones que brinda el Ministerio, como los subsidios de cupo-cama para aquellos jubilados y 
pensionistas que no son autoválidos, o los subsidios de alquiler. 


En el marco de los programas de autoconstrucción, tanto en terreno propio o de un familiar como en terreno 
público, en el primer caso, desde 2011 -cuando se abrió este programa- hasta diciembre de 2013 se 
inscribieron 1.617 familias, de las cuales 567 ya iniciaron obra y otras 220 están en el proceso de resolución 
de aspectos dominiales, tramitación de permisos de construcción e inscripción de mano de obra benévola en 
el Banco de Previsión Social. 


En el caso de la autoconstrucción en terreno público, que se lleva a cabo en el marco de una gestión asociada 
con los Gobiernos Departamentales para la construcción de vivienda nueva y, en algunos casos, también con 
la participación del programa de mejoramiento de barrios, durante el año 2013 se ejecutaron 28 convenios en 
los departamentos de Artigas, Cerro Largo, Colonia, Maldonado, Montevideo, Paysandú, Salto, Río Negro, 
Rivera, Soriano y Treinta y Tres, que involucran la construcción de 1.234 viviendas actualmente en proceso 
de obra y 74 ya finalizadas y ocupadas por las familias en el año 2013. Podemos ubicarlas territorialmente: 
47 en Cerro Largo, 16 en de Paysandú, 11 en Rivera. 


La inversión en el año 2013 para ambos programas fue de $ 212:000.000. 


Con respecto a aquellos programas destinados a intervenir sobre el stock habitacional existente -lo cual, 
desde el punto de vista de la solución, implica facilitar el acceso a un préstamo, a asistencia técnica y a un 
porcentaje de subsidio para resolver humedades, cubiertas, aspectos sanitarios, la ampliación de una 
habitación- de manera de mejorar las condiciones de las familias, hay 27 convenios vigentes. Esto también se 
lleva a cabo en el marco de la política de descentralización y de gestión asociada con los Gobiernos 
Departamentales en los departamentos de Artigas, Canelones, Cerro Largo, Colonia, Flores, Florida, 
Lavalleja, Maldonado, Montevideo, Paysandú, Rocha, Río Negro, Salto, Soriano y Treinta y Tres. La 
particularidad de estas Oficinas de Rehabilitación Urbana para la gestión de estos préstamos, con subsidio y 
asistencia técnica, es que van abriendo a lo largo del año en diferentes barrios de las ciudades, no solamente 
en capitales departamentales, sino en localidades de mediano porte. A modo de ejemplo podemos citar lo que 
se ha hecho en Colonia, Juan Lacaze, Nueva Palmira, Rosario; en Sarandí Grande, Florida, o en Río Branco, 
Cerro Largo. En el caso de Montevideo, se ha llevado a cabo en distintos barrios, como Ciudad Vieja, Colón, 
Aguada, Paso Molino, Cerro, Cordón norte. Desde el año 2010 a la fecha se generaron 1.261 intervenciones, 
de las cuales 398 finalizaron en el año 2013. Al 30 de diciembre de este año había 2.411 intervenciones en 
curso. La inversión en estos convenios para el año 2013 fue de $ 75:000.000. 


En términos del tercer lineamiento estratégico, que define la posibilidad de intervenciones en predio, la 
conformación, en primer lugar, de la cartera de inmuebles para vivienda de interés social por parte del 
Ministerio de Vivienda y la urbanización de estos predios de modo que puedan destinarse a los diferentes 
programas habitacionales, con las particularidades que esto tiene, ha significado la formación de un equipo 
de trabajo que desde el año 2010 a la fecha ha estudiado un total de 465 hectáreas de propiedad pública de 
diferentes organismos, persona pública mayor, pero también servicios descentralizados, entes autónomos y 
empresas estatales. De estas 465 hectáreas estudiadas, 111 no son viables para el uso residencial, 
fundamentalmente por estar en zona rural o inundable. En 252 de ellas se ha determinado su prefactibilidad, 
pero requieren de una importante inversión y, por lo tanto, aún están en evaluación desde el punto de vista de 
la dotación de servicios de infraestructura, como saneamiento, vialidad, drenajes pluviales y, obviamente, 
redes del tendido eléctrico. Ya se están gestionando algunas de estas hectáreas. Hasta el momento, se han 
entregado a cooperativas de vivienda, a licitaciones para población activa, a programas de autoconstrucción. 
También se ha cedido tierra a Mevir. En este momento, 72 están en el marco de convenios firmados por el 
Ministerio con UTE y OSE para garantizar la ejecución de las obras de infraestructura de mayor gravitación, 
como el saneamiento, el agua potable y el tendido de energía eléctrica. Hasta el momento, se han destinado 
$ 40:000.000 a las obras de infraestructura. La cantidad de hectáreas adjudicada a los diferentes programas 
implica la posibilidad de construir 1.460 viviendas en los programas mencionados. 


En cuanto al lineamiento estratégico vinculado a soluciones temporales, podemos mencionar la política de 
alquileres. En este marco, se instrumenta la garantía a través de un convenio entre la Contaduría General de 
la Nación y la Agencia Nacional de Vivienda, para que este sistema de garantías que brinda el Ministerio esté 
presente en todo el país. Es una solución temporal adecuada que ha sido captada fundamentalmente por la 
población joven, para la que se han generado acciones afirmativas, como la posibilidad de agruparse hasta 


cinco jóvenes y la disminución del costo único que tiene al inicio o al momento de la emisión del certificado. 
En el año 2013 se firmaron 1.879 nuevos contratos de alquiler que, sumados a los ya existentes, desde el año 
2010, resultan en un total de 5.083 contratos firmados en el período. La inversión presupuestal en este caso 
ha sido de $ 203:000.000. 


El quinto lineamiento estratégico está vinculado al financiamiento y aporte que hace el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para la ejecución, a través de la Dirección de Vivienda 
Rural, de los programas de Mevir, ya sea en núcleos o en unidades productivas. Se trata de mejoras prediales. 
Desde el año 2010 a diciembre de 2013 hubo 5.051 soluciones habitacionales finalizadas. Durante 2013 se 
entregaron 1.748 soluciones, y al cierre del año había 1.286 en ejecución, de las cuales 1.251 eran unidades 
de construcción nueva y 35, reparaciones. En términos de inversión presupuestal, en el año 2013 se 
destinaron $ 779:000.000. 


El sexto lineamiento estratégico vinculado a la promoción de la inversión privada en viviendas de interés 
social, a partir de la Ley N* 18.795 o, como comúnmente lo denominamos, el programa "Más 
oportunidades", está destinado a hogares con ingresos medios. Esto nos permite avanzar y consolidar la 
lógica de universalización de la política habitacional, ampliando el grupo de población objetivo al que llega 
el Ministerio con familias o personas cuyos ingresos estén entre las 60 y las 100 unidades reajustables. 
Durante el año 2013 ingresaron a la Oficina del Inversor -que se gestiona en el marco de un acuerdo con la 
Agencia Nacional de Vivienda- un total de 110 proyectos para la construcción de 4.178 viviendas, de los 
cuales 93 fueron promovidos durante el año 2013. A fines de diciembre había 33 proyectos finalizados: 210 
viviendas y 151 proyectos en obra, que implicaban 3.747 viviendas. No obstante, a través de acuerdos con 
otros organismos ejecutores de políticas sociales, en el marco de la política habitacional integrada a ellas 
hemos generado acciones para atender situaciones de emergencia habitacional mediante programas 
prioritarios, como "Uruguay crece contigo", "Jóvenes en Red" y "Cercanías", y también para atender, a través 
de un acuerdo, a la población derivada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, es decir, a aquellos 
uruguayos que retornan al país. En el marco de estas soluciones no estamos hablando de una política 
habitacional que brinde una satisfacción definitiva; son acciones de mitigación que implican la construcción 
de un baño, una nueva habitación para disminuir problemas de hacinamiento y, sobre todo, permitir que los 
programas orientados a generar cambios y modificaciones, que amplían las posibilidades de inclusión, 
efectivamente tengan éxito. 


Vinculado también a los sectores de mayor vulnerabilidad, para la ejecución del Programa de Mejoramiento 
de Barrios -más conocido como el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares- en 2013 se 
destinaron $ 203:000.000 para el financiamiento de obras de mejoramiento urbanístico ambiental y 
habitacional en siete proyectos que comprenden a once asentamientos, comprendiendo ochenta hogares y una 
población de 3.697 personas. 


Adicionalmente, se finalizaron obras mediante dos proyectos que involucran a cuatro asentamientos: en 
Montevideo, a 6 de Diciembre Norte y San Antonio y en Canelones, 6 de Setiembre y Villa Holandesa. 


Asimismo, se iniciaron obras en los asentamientos Cerro del Estado de Rivera, en San Antonio III de 
Maldonado y en Santa María, Piedras Blancas, de Montevideo. Las obras culminadas beneficiaron a un total 
de seiscientos treinta y nueve hogares y una población de 2.250 personas. La inversión se destinó en 
infraestructura, saneamiento, vialidad, agua potable, alumbrado, drenajes pluviales, conexiones de agua, de 
saneamiento, vías peatonales. Mediante estas obras se logró la incorporación de estos barrios hacia la 
formalidad: 14 hectáreas de diversos departamentos se han formalizado e integrado a la trama urbanística. 


En el marco de intervenciones que apuntan a la integralidad, se trabajó también en áreas precarizadas, 
concentradas fundamentalmente en la zona de Goes, implicando la concentración de obras públicas en torno 
al Mercado Agrícola con financiamiento por parte del Ministerio otorgando préstamos para refacción y 
ampliación de viviendas. Así se recuperó población para residir en esta zona evitando al mismo tiempo que 
nuevos pobladores se retiraran. Asimismo, se intervino en los espacios públicos con el fin de tender a mejorar 
los niveles de cohesión e integración generacional, aportando en el dinamismo productivo de esa zona. 


Respecto a otras intervenciones de carácter habitacional, también el Ministerio durante 2013 ha acompañado 
otra iniciativa del Gobierno Nacional que tiene que ver con la articulación de todos los programas en siete 
zonas, vinculados a mejorar niveles de seguridad, integración e inclusión, financiando y acompañando la 
recuperación de espacios públicos y de equipamientos comunitarios con una inversión de $ 70:000.000. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Solicito que para exponer sobre la Dirección Nacional de Medio Ambiente, haga uso de la palabra el 
Director, arquitecto Rucks. 


SEÑOR RUCKS.- Es fundamental entender los procesos de cambio en la reestructura institucional del 
Ministerio, aprobada por Decreto N” 255, de agosto de 2013. En ese sentido, precisamente lo que se 
planteó fue que la Dirección Nacional de Medio Ambiente fuera más expedita, eficiente en lo que tiene 
que ver con las responsabilidades que la alcanzan. Se crearon cuatro gerencias destinadas a atender el 
área de licenciamientos y autorizaciones ambientales -normalmente se conoce como las AAP, AAO-, 
todo el sistema de autorización que regía, siendo un instrumento muy fuerte que condiciona las 
autorizaciones ambientales a la gran inversión en el país. A partir de este punto hemos tratado de 
mejorar la eficiencia, que fue acompañada por la voluntad del Parlamento al haber incrementado el 
presupuesto destinado al personal de la Dinama, prácticamente duplicándolo en 2013. Así, la Gerencia 
de Licenciamiento y Autorizaciones Ambientales se estructura en dos Direcciones, una, Grandes 
Proyectos o Proyectos de Alta Complejidad y, otra, de Licenciamientos Ambientales. 


La segunda gerencia entiende en el control y desempeño ambiental, otra de las áreas tradicionales 
importantes a través de las cuales fundamentalmente se controlaba la industria. Pero a partir de 2010-2011 se 
incorporaron nuevas áreas y en 2013 se fortaleció todo lo relativo a la ampliación de los sistemas de control. 
Entonces, de controlarse en 2009 quinientos emprendimientos, en 2013 se llegó a controlar 2.000. Además, 
se desarrollaron nuevos mecanismos de control a través de auditorías contratadas, utilizadas 
fundamentalmente como un instrumento para emprendimientos más complejos, más difíciles. 


Por otro lado, debemos destacar el desarrollo de la conexión "on line" de los grandes emprendimientos, 
siendo el de UPM el primer caso, que ya venía funcionando; el año anterior se incorporaron cuatro más. 


Asimismo, queremos resaltar la incorporación de espacios de control de establecimientos con silos, de 
establecimientos de engorde a corral y de tambos, según al acuerdo final al que se llegó con el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. En ese sentido, hubo una ampliación importante de las competencias que se 
le han asignado a esta nueva división de control ambiental. Además, es importante el conocimiento específico 
en el control de las mejoras de desempeño de algún tipo de actividad que requiere determinados desarrollos 
desde el punto de vista de sus comportamientos ambientales. 


La tercer gerencia que se crea es de Planificación y Desarrollo Sostenible con la finalidad de fortalecer el 
área de planificación de la Dinama; prácticamente era inexistente, tenía pocos funcionarios. Evidentemente, 
es fundamental cuando se plantea que la forma de trabajar en cuestiones ambientales es de articulación con 
las diferentes instituciones que actúan y que tienen relación con este temática. Obviamente, se tiene en cuenta 
la competencia de nuestro Ministerio en lo que hace a la gestión ambiental como coordinador, pero no es el 
único responsable. En ese sentido, a partir de la incorporación del concepto ambiental dentro del concepto de 
desarrollo sostenible como tercer pata que complementa en forma ineludible el desarrollo económico y 
social, la planificación es un instrumento clave para la articulación con las demás instituciones. Es así que la 
planificación se ha fortalecido generándose un área para la promoción del desarrollo sostenible incorporando 
lo que la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible plantea: la evaluación ambiental 
estratégica como un nuevo instrumento ya no de evaluación de proyectos en forma previa -las autorizaciones 
ambientales previas- sino de acompañamiento de los procesos de generación de instrumentos de 
ordenamiento territorial con las Intendencias Departamentales. Es decir, apoyar los procesos de 
fortalecimiento de las Intendencias Departamentales y evaluar los informes ambientales estratégicos de los 
instrumentos de ordenamiento territorial haciendo la evaluación ambiental estratégica y aprobando esos 
instrumentos. Esto requiere una nueva capacidad que se concreta a partir de la reestructura formal de la 
Dinama; anteriormente, para analizar estos planes, simplemente se partía del aporte de técnicos de las 
distintas competencias o sectores requeridos. 


Otro aspecto importante que trae la reestructura es la creación del área de ecosistemas, que se divide en dos 
áreas que trabajan en conjunto: el área de protección de la biodiversidad y el área del Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas. Al incrementarse la dimensión del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, aumenta la 
complejidad de la administración de las áreas protegidas. En 2013 se incorporan diez áreas y, además, el 
estudio de nuevas áreas, como son la de Laguna Garzón, Montes del Queguay e Isla de Flores 


La idea es que con esta división se dé mayor capacidad a la gestión de áreas protegidas dentro de la Dinama y 
atender la biodiversidad con mayor especificidad en lo que refiere al desarrollo de las responsabilidades que 
nos caben en su protección en el país, en coordinación con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
que todavía conservaba áreas importantes, como la de fauna, que será transferida este año a nuestro 
Ministerio. No obstante, desde el año pasado hemos comenzado a trabajar en una estrategia nacional de 
biodiversidad que actualiza la preexistente para su protección. 


Por otra parte, es de destacar en esta área de ecosistema la creación de un Departamento de Gestión Costera 
Marina. Como ustedes sabrán, la gestión ambiental de la costa y de las áreas marinas se ha incrementado por 
la demanda de uso del espacio costero y, por supuesto, del espacio marino. De esta forma, estamos generando 
las capacidades para desarrollar el análisis ambiental de las áreas costeras y marinas. 


Estos han sido los grandes aspectos considerados e introducidos a partir de la reestructura de la Dinama. En 
ese sentido, quiero hacer una mención específica a varios avances concretos que se han realizado en 2013 en 
relación con los trabajos tradicionalmente llevados adelante. 


En 2013, se trataron doscientos veinticuatro solicitudes de autorizaciones ambientales, las cuales se califican 
A, B o C, según los niveles de complejidad o impacto ambiental, de menor a mayor. Las que se clasifican A 
se aprueban muy rápidamente, porque tienen impactos ambientales menores; las que se clasifican B tienen un 
proceso más complejo, implican puestas de manifiesto, análisis y estudios de impacto ambiental específicos, 
y las que se clasifican C son los grandes proyectos que requieren estudios de impacto ambiental completos y 
procesos de participación pública, que incluyen la puesta de manifiesto y las audiencias públicas presenciales 
para la discusión de los proyectos. En ese sentido, de las doscientas veinticuatro solicitudes, ciento setenta y 
cinco se clasificaron A, treinta dos, B y cinco, C. Estas refieren a algunos de los proyectos importantes que 
están siendo analizados en la Dinama o que se trabajaron en 2013 y culminaron en 2014, por ejemplo, la 
regasificadora. Como dijo el señor Ministro, en 2013 se aprobaron cinco proyectos eólicos que 
complementan los esfuerzos que se han hecho por las energías renovables en el país. Por otro lado, se 
trabajaron proyectos de la dimensión de Montes del Plata, que tuvo la autorización ambiental previa en 2013 
y la autorización ambiental de operación en 2014, que implicó un esfuerzo importante con la empresa y de 
evaluación de las situaciones de impactos ambientales implícitos en esa obra. 


Por supuesto, en todo este período también se continuó trabajando con el proyecto de Aratirí. Como es de 
público conocimiento, todavía no ha sido presentado en forma completa, pero está en un proceso de análisis y 
de evaluación de impacto ambiental que continúa en el marco de la Dinama. 


Por otro lado, nos parece importante informar que se aprobó la ley por la cual se crea el Observatorio 
Ambiental Nacional y, en ese sentido, se trabajó durante todo este año en el desarrollo de indicadores. Se 


trabajaron ochenta y cinco indicadores ambientales durante 2013, que consta en un documento que va a salir 
a luz en 2014. 


También es importante mencionar que durante 2013 se desarrolló un plan junto con Dinagua a nivel 
ministerial para la cuenca del Río Santa Lucía, en el cual se identificaron once medidas prioritarias a ser 
desarrolladas en distintos aspectos, que tienen que ver con los principales orígenes de la contaminación 
puntual y difusa que se identificaba en la cuenca del río Santa Lucía. Este trabajo fue la culminación de una 
serie de estudios que se venían haciendo desde hacía más de diez años sobre la cuenca del Santa Lucía y se 
consideró necesario implementar para evitar el incremento de contaminación de las aguas y el mejoramiento 
de las condiciones en el mediano y largo plazo. Se trabajó con otros Ministerios involucrados para la atención 
de estas medidas, lo que generó algunos decretos y resoluciones, tanto a nivel presidencial como a nivel 
ministerial, para la implementación de este plan, que fue presentado en la Comisión de Cuenca, creada por la 
Dinagua en la cuenca del río Santa Lucía; seguramente, será tratado con el informe de este organismo. 


Por otra parte, queremos señalar que se trabajó en el monitoreo de los pozos del Acuífero Guaraní en 2013, y 
se incrementaron los monitoreos en el río Cuareim, en el río Negro, en la Laguna Merín y en el río San 
Salvador, en Soriano. En algunos casos, fueron hechos por parte de nuestro Ministerio y, en otros, en 
coordinación con OSE y con la Universidad de la República. 


Otro aspecto importante a señalar en la Rendición de Cuentas es el mejoramiento de las condiciones 
analíticas debido al traslado del laboratorio de la Dinama de su anterior sede en el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas a un nuevo edificio, que fue equipado totalmente al más alto nivel de tecnología, y está 


funcionando en el LATU. Las instalaciones del nuevo laboratorio tienen más de mil metros cuadrados, lo que 
permite ampliar las capacidades analíticas, ya no solamente a agua y aire, como se decía tradicionalmente, 
sino que también tiene la posibilidad de incorporar capacidad analítica para agroquímicos y otro tipo de 
cosas. 


Para finalizar, me voy a referir al tema de residuos, que ha sido priorizado en 2013. Se han dictado decretos 
referidos a residuos industriales y asimilados, lo que ha llevado a que toda la industria y los sectores que 
generan residuos agrícolas o agropecuarios tengan que presentar planes para ser revisados y aprobados para 
su manejo y disposición final segura. Esto se hizo en el marco de la ley de envases. Se dictó el Decreto 

N* 152, aprobado en 2013, para envases de agroquímicos, que también se maneja bajo el mismo criterio de 
responsabilidades ampliadas para quienes los importan, generan o producen en el país en cuanto a su destino 
final. 


En lo que refiere al cambio climático y a políticas internacionales, como punto focal, la Dinama canalizó 
hacia los Ministerios de Industria, Energía y Minería, y de Ganadería, Agricultura y Pesca, el financiamiento- 
donación de distintas fuentes como el Fondo de Kyoto o el Fondo para el Medio Ambiente Mundial, por un 
valor mayor a los US$ 17:000.000 a partir del año 2011, 2012, 2013 y se sigue ejecutando e 2014. En ese 
sentido, hemos trabajado dentro del Sistema Nacional de Respuesta al Cambio Climático, que nos 
corresponde presidir. Hemos avanzado en las discusiones en lo que refiere a la posición país con relación a la 
Convención del Cambio Climático y a la propia articulación en el territorio con el Congreso de Intendentes 
en el desarrollo de instrumentos para la adaptación y mitigación del cambio climático. 


Creo que esto resume en términos generales los principales aspectos. Como todos sabemos, los cometidos de 
Dinama son muy amplios y cuando se realicen las preguntes podremos evacuar algunas inquietudes que 
puedan surgir. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Las políticas desarrolladas en Dinagua se sustentan en el artículo 47 de la 
Constitución de la República, que marca un hito a nivel país en cuanto a los recursos hídricos. En ese 
artículo se establece que la protección del medio ambiente es de interés general y el acceso al agua 
potable y al saneamiento adecuado constituyen derechos humanos fundamentales. Es la primera Carta 
Magna que incorpora ese derecho y este año se cumple el décimo aniversario de la reforma 
constitucional que lo incorporó. 


La incorporación del enfoque de gestión de riesgo en eventos extremos de origen hidrometeorológico, como 
la inundación y la sequía, también acompaña este nuevo rumbo. En ese sentido, en el artículo 11 de la ley de 
política de aguas se establece que se contemplará la variabilidad climática y las situaciones de eventos 
extremos con la finalidad de mitigar los impactos negativos, en especial sobre las poblaciones. 
Desgraciadamente, este tema es de gran actualidad y debemos tener en cuenta que en el correr de los 
próximos meses se espera el impacto del fenómeno El Niño, que en la región de la cuenca del Plata significa 
mayores precipitaciones. De modo que queda en evidencia la importancia de trabajar en esa línea. 


En concreto, hay avances en relación al tema de la gobernanza del agua en Uruguay basados en la ley de 
políticas de agua. Todos los consejos regionales y la comisión de cuenca del río Santa Lucía a fines de 2013 
contaban con un reglamento de funcionamiento, una agenda de trabajos aprobados y empezaron a funcionar 
los grupos de trabajo en materias específicas. Los consejos regionales comenzaron a funcionar en el año 2012 
y se consolidaron durante 2013. Además, se dio el fenómeno de la aparición de varias comisiones de cuencas 
que dependen de los consejos regionales formados en 2012. 


Asimismo, se reglamentó la forma de constitución de las comisiones de cuenca o acuíferos en términos 
generales y sus competencias, mediante un decreto del Poder Ejecutivo de agosto de 2013. El Consejo 
Regional de Recursos Hídricos para la Cuenca del río Uruguay ha realizado tres sesiones plenarias en Río 
Negro, Salto y Tacuarembó. El Consejo Regional de Recursos Hídricos para la Cuenca del Río de la Plata y 
su Frente Marítimo ha realizado cuatro sesiones plenarias en Montevideo y San José. El Consejo Regional de 
Recursos Hídricos para la Cuenca de la Laguna Merin ha realizado dos sesiones plenarias en Rocha y Treinta 
y Tres. 


Además, en el correr del año se fueron formando nuevas comisiones. En junio de 2013 sesionó por primera 
vez la Comisión de cuenca del río Santa Lucía, a partir del decreto del Poder Ejecutivo de abril de 2013. 


Hacia fines de 2013 había realizado tres sesiones plenarias en Santa Lucía, Libertad y Montevideo. 
Evidentemente, ha sido la más activa por lo que mencionó el arquitecto Rucks en cuanto a que es de interés 
para todo el plan dirigido a cuidar la calidad del río que sirve de sustento de agua potable a más de la mitad 
de la población del país. 


A su vez, en octubre de 2013 se instaló y tuvo su primera sesión la Comisión de cuenca del río Cuareim en la 
ciudad de Artigas; en noviembre de 2013 se instaló y tuvo su primera sesión la Comisión de cuenca del río 
Tacuarembó en la ciudad de Tacuarembó, y, en la ciudad de Salto, se instaló y tuvo su primera sesión la 
Comisión del sistema de acuífero Guaraní a través del decreto del Poder Ejecutivo de junio de 2013. Además, 
hay en carpeta varias comisiones ya que el año pasado se manifestó interés en que se generaran y comenzaran 
a trabajar, lo que ocurrirá seguramente en el correr de este año. Por ejemplo: el río Yí, el arroyo San Antonio, 
el río Cebollatí, etcétera. 


Por otra parte, quiero destacar que se está trabajando sobre el plan nacional de gestión integrada de los 
recursos hídricos, que también se conoce como plan agua. Esto se está haciendo con una consultora española 
contratada para realizarlo en colaboración con Dinagua, en un período que se inició en junio del año pasado y 
termina en setiembre de este año. Se está trabajando fundamentalmente en seis productos que son: diseño 
conceptual del plan nacional de gestión integrada de recursos hídricos; información climática, es decir un 
análisis de la vulnerabilidad ante el cambio climático y la variabilidad climática; actualización del balance 
hídrico nacional; diseño de redes de monitoreo de cantidad y calidad de agua; proyecto ejecutivo de la red de 
monitoreo para la cuenca del río Santa Lucía en particular, y el desarrollo de modelo de gestión de recursos 
hídricos. Los puntos de información climática y de actualización del balance hídrico nacional fueron 
ejecutados durante el año 2013. 


También en materia de planificación es importante mencionar la declaración de fuentes de agua. Es una 
declaración que se hace junto con la de Dicose, es decir que hay una colaboración muy fuerte con el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En el año 2012 se realizó un piloto en los departamentos de 
Canelones, Florida, San José, Durazno y Flores, y dado el buen resultado, en el año 2013 se realizó a nivel 
nacional. Esto permite un mayor conocimiento de la infraestructura de aprovechamiento y usos del agua en el 
sector rural. En la Rendición de Cuentas del año pasado se incluyó el carácter obligatorio de la declaración 
jurada para los próximos años. 


Como dije, este plan ha dado datos interesantes y algunos muy impactantes. En materia de administración de 
agua en términos generales, tenemos registradas en Dinagua más de cinco mil obras de mayor volumen o 
caudal a nivel nacional, porque en los casos de pequeñas obras no hay obligación de registrarlas. No obstante, 
entran en la declaración de fuentes, que nos indica que en 2013 existían aproximadamente cincuenta mil 
tajamares de pequeño volumen y cincuenta mil pozos de pequeño caudal en todo el país. Esta cifra es 
bastante impactante para un país como el nuestro. En ese sentido, hasta que no se realizó la declaración, no 
teníamos la cuantificación, que es muy importante a la hora de gestionar los recursos hídricos. Como 
decíamos, en cuanto a la administración de aguas, se pasó en estos años de cuatro regionales a diez en 
funcionamiento entre el 2010 y fines del 2013, todas con conectividad y movilidad adecuadas. En el 2013 se 
abrió una nueva regional en Durazno y se dividió la región sur actuando ambas en forma provisional en 
Montevideo. Próximamente se está procesando la posibilidad de fijar una de ellas en San José. 


Por otra parte, se han tomado resoluciones referentes al otorgamiento de derecho de uso privativo de las 
aguas públicas. También se realiza el registro público de aguas y se fiscaliza. El fin de estos procesos es 
garantizar un uso adecuado del recurso que no comprometa su sustentabilidad. Fueron 935 las solicitudes de 
otorgamiento de derecho de uso de agua para tomas directas, embalses, pozos nuevos, renovaciones, 
resueltos por la Dirección durante el año 2013. En definitiva, se aumentó el registro en ese año en 602 obras; 
de 4.959 obras de finales del 2012 se pasó a 5.561 terminando el 2013. Ello demuestra claramente que las 
obras de agua están en expansión rápidamente. Y estamos hablando solamente de las de mayor porte, que son 
las que se registran para los derechos. 


Por otra parte, se mantiene el Servicio Hidrológico Nacional, con una existencia de más de cien años -antes 
era Hidrografía-, generando la información necesaria para el conocimiento de los escurrimientos y caudales 
en todo el país. 


En otro orden de cosas, también la Dirección trabaja en el tema de saneamiento y del agua potable. En este 
sentido, tiene entre sus cometidos la búsqueda de soluciones para el adecuado saneamiento para pequeñas 


localidades del interior del país. Es en lo que nos hemos enfocado tratando de complementarnos con OSE - 
que, fundamentalmente, se dedica a otro tipo de cosas-, a fin de hacer las redes de alcantarillado a las que 
estamos acostumbrados en la ciudad. 


Por otro lado, se hizo un relevamiento de los sistemas de saneamiento construidos por Mevir. Del resultado 
de este relevamiento surge que el saneamiento implementado por Mevir constituye una alternativa efectiva y 
económica para sus núcleos habitacionales, lo que supone una mejora sustancial respecto a las localidades 
que no cuentan con redes de saneamiento. A causa de sus escalas, el servicio de saneamiento mediante el 
alcantarillado convencional no es económicamente viable a corto o mediano plazo. De manera que allí se vio 
como un claro ejemplo de sistema alternativo que funciona. 


También se ha trabajado mucho en esa área en factibilidades para cooperativas en cuanto al acceso al 
saneamiento público convencional prestado por OSE o la Intendencia Departamental de Montevideo para las 
viviendas en barrios que aún no cuentan con ese servicio. Dinagua ha avanzado en recomendar caso a caso 
soluciones técnicamente viables que impliquen costos de operación y mantenimiento tales que promuevan la 
sostenibilidad del sistema que se proponga. En ese sentido, cabe destacar que Dinagua ha venido trabajando 
desde febrero de 2013 en coordinación con Dinavi -Dirección Nacional de Viviendas- en el estudio y 
evaluación de propuestas de saneamiento para cooperativas de viviendas de personas de bajos ingresos cuya 
construcción sea subsidiada por el Ministerio. 


En otro orden de cosas, podemos destacar que se firmó un acuerdo durante el año pasado entre la Agencia 
Nacional de Aguas de Brasil y Dinagua para el monitoreo conjunto de la Cuenca de la Laguna Merín y del río 
Cuareim, es decir, las cuencas transfronterizas que implican la instalación de nuevas estaciones telemétricas y 
campañas conjuntas de relevamiento y de utilización de sistemas comunes de datos y análisis. Esto ya se está 
implementando este año. 


Otro tema es la regularización del inventario y registro de todos los pozos de agua subterránea realizado en el 
marco de proyectos de producción responsable. Fue un ingreso de datos muy importante y una generación de 
derechos que no estaban otorgados, que se llevó adelante en colaboración con el MGAP. Para ello fue 
necesario digitalizar una gran cantidad de información en papel, pero se logró llevar adelante. Para ello se 
instaló un centro regional que recién mencionó el señor Rucks para la gestión de las aguas subterráneas. Este 
es un trabajo que hemos realizado en común con la Dinama y lo estamos concretando en el correr de este año 
con todas las de la ley, es decir, ya existe en los papeles y en breve existirá materialmente. 


Cabe mencionar la coordinación interinstitucional para la planificación, estudio y proyectos de obras de 
vialidad, drenaje urbano y saneamiento para Ciudad del Plata que se ha hecho en conjunto con OSE y la 
Intendencia Departamental de San José. Se trata de una experiencia bien interesante que permite actuar desde 
el inicio de un proyecto viendo todas las dimensiones, coordinándose con el plan local de ordenamiento 
territorial, además de intervenir en las viviendas que allí están previstas. 


Esta ha sido una experiencia de coordinación interinstitucional muy valiosa que se sigue llevando adelante y 
está bastante avanzada. Además, contamos con el apoyo para la realización del proyecto con el Banco 
Interamericano de Desarrollo. 


Asimismo, debemos mencionar la realización de mapas de riesgo de inundación de ciudades de alta prioridad 
para las ciudades de Artigas, Treinta y Tres, Ciudad del Plata, Bella Unión, Young, Durazno y, también están 
en proceso para Paysandú, Salto, Juan Lacaze, Paso Carrasco, San Carlos, Mercedes, Minas y Melo. Estos 
mapas son de suma utilidad, sobre todo para los procesos de planificación urbana. 


Finalmente, nos hemos ocupado de los mapas de riesgo de sequía y los de accesibilidad de aguas 
subterráneas, de los relevamientos de buenas y malas prácticas en el uso del agua, la identificación de 
ubicaciones óptimas para la realización de represamientos eficientes, capacitación sobre normativa y 
nociones técnicas básicas para el aprovechamiento del agua. Todos estos productos han sido desarrollados en 
el marco de un convenio firmado con los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y el de Industria, 
Energía y Minería y la Intendencia de Canelones, que fue donde hicimos la primera experiencia, que ya fue 
publicada. También se llevó a cabo esta experiencia con los departamentos de Durazno, Florida, Flores y San 
José. De esta experiencia y de este convenio salió aquel primer piloto que mencionaba en el 2012 de la 
declaración de fuentes de agua para mejorar el conocimiento en esa región para trabajar todos estos temas. 
Esta también ha sido una experiencia de trabajo y coordinación interinstitucional muy valiosa. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quisiera dar unos pincelazos en lo que respecta a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. 
En el año se continuó trabajando en los proyectos de elaboración de directrices nacionales y las 
estrategias regionales y de ordenamiento territorial a nivel nacional y regional, cooperando con los 
gobiernos departamentales en la elaboración de los instrumentos del ámbito nacional. En particular, el 
proyecto relativo a la Directriz Nacional del Espacio Costero, que tuvo media sanción por parte de la 
Cámara de Representantes, en este momento, está a consideración del Senado y el proyecto sobre las 
Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial comenzó a discutirse en la Cámara de 
Representantes. 


A nivel de instrumentos regionales, hay que destacar la aprobación de las estrategias regionales para la zona 
este, aprobadas por las cinco Juntas Departamentales y el Poder Ejecutivo. A su vez, se acordó elaborar una 
estrategia regional metropolitana para las actividades extractivas, algo que comienza a desarrollarse en este 

momento. 


Se firmaron convenios de cooperación, de apoyo y de asesoramiento a los distintos planes 
interdepartamentales con los Gobiernos Departamentales de Durazno, de Florida y de Treinta y Tres, en el 
caso de Cerro Chato, y con los Gobiernos Departamentales de Maldonado, Rocha y Lavalleja, para el 
fortalecimiento de la planificación en el área rural en las cuencas cercanas a la ciudad de Aiguá; este último 
cuenta con el apoyo del Proyecto FAO. Se firmaron, renovaron y ajustaron convenios con dieciocho 
Gobiernos Departamentales y se acompañaron los procesos de elaboración de treinta y dos instrumentos de 
ordenamiento territorial. En este año, se aprobaron en forma definitiva siete instrumentos departamentales 
por parte de sus Juntas Departamentales. Asimismo, se siguió avanzando en el sistema de información 
territorial, consolidándose el acceso, uso y edición en la página web de toda la información que maneja la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. 


Con esto culminamos la presentación sucinta de las actividades del Ministerio. Somos conscientes de que nos 
queda pendiente rendir cuenta en algunos aspectos, como en lo que refiere a la participación en conjunto con 
otros Ministerios en la elaboración del proyecto Inumet, nueva institucionalidad que en este momento 
comienza a dar sus primeros pasos, por mencionar algunos aspectos. 


Quedamos abiertos a las consultas que quieran realizar los señores Diputados. 


SEÑOR GANDINI.- Saludo la presencia de las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y agradezco la información que han brindado. 


Introducirse en el presupuesto del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no es 
sencillo; no es fácil ir hacia atrás y mirar el cumplimiento de las metas. Estuve analizando las metas del Plan 
Quinquenal y la ejecución de los programas de la Memoria Anual del Ministerio y me parece que hay un par 
de programas que en el año 2014 cumplirían las metas previstas pero, al mismo tiempo, hay otros que 
estarían lejos de cumplirlas. Aparentemente, el programa de políticas de alquiler para viviendas de interés 
social y vivienda rural estaría en línea con las metas previstas; sin embargo, otros programas estarían lejos de 
cumplir con las metas previstas, como el programa de relocalización, de rehabilitación urbana y el PIAL. 
Parece que estos programas no llegarían a cumplir sus metas; inclusive, algunos tienen un porcentaje bajo de 
ejecución, lo que hace difícil prever que el plan se cumpla. 


Del mismo modo, la Agencia Nacional de Vivienda ha logrado algunos éxitos en materia de refacción y de 
comercialización de viviendas libres; sin embargo, en el tema central, que es la reestructura de las deudas y 
su regularización, parece que habría alcanzado llegar al 50% del plan original. 


Reitero que es difícil, para quienes no estamos especializados en la materia de vivienda estrictamente, poder 


hacer esta evaluación, según los cuadros y los elementos que se nos acercan. Por ese motivo, quiero 
confirmar las conclusiones iniciales que estoy trasmitiendo aquí. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Respecto a las metas, me gustaría repasarlas aquí. 


En el marco del Plan Nacional de Relocalizaciones -fundamentalmente, son intervenciones de alta 
complejidad, que requieren de integralidad; son procesos extensos y complejos-, se establecía una meta -no 
hablo del sistema público de vivienda, sino del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, vinculado estrictamente con los recursos del Fondo Nacional de Vivienda- de 2.516 soluciones 
habitacionales, lo que implica 2.516 familias a relocalizar; esto se determina a partir de las propuestas que 
llegan desde los Gobiernos departamentales. Recordemos que el Plan Nacional de Relocalizaciones elaboró, 
en primera instancia, un reglamento operativo que establecía las condiciones, las características, la 
coordinación con Dinagua y con Dinama para la verificación de los riesgos y la situación ocurrente de 
inundación o de contaminación del predio, y obviamente, en segunda instancia, el proyecto de utilización del 
espacio a liberar, en el marco de los aportes que hacen los Gobiernos departamentales respecto a la cartera de 
tierras. En función de ello, entre las soluciones ya concretadas y las que están en proceso de serlo -ya sea que 
están en etapas licitatorias o directamente en obra-, podríamos decir que hoy hay 2.106 familias involucradas. 
Eso significa estar en un 84% de la meta prevista. Además, estimamos que si logramos acordar algunas 
intervenciones más en este año, vinculado fundamentalmente con la Asociación Civil Esperanza, que es el 
asentamiento que se desarrolla linealmente en torno al Arroyo Carrasco, seguramente cumpliremos con el 
ciento por ciento de la meta previsto. Por supuesto que no estamos ante la totalidad de las situaciones; 
seguramente, habrá que seguir profundizando y trabajando en esto durante el próximo período. 


En cuanto al Plan de Rehabilitación y Consolidación Urbana Habitacional, quiero aclarar que la meta 
establecida ha sido de 29.300 soluciones habitacionales, que podríamos discriminar entre nuevas soluciones - 
no lo voy a hacer, pero perfectamente podríamos hacerlo, porque así está en el Plan Quinquenal, que figura 
en la documentación publicada- e intervenciones sobre el stock de viviendas existentes a través de los 
programas de refacción, mejora y ampliación. Estamos en un nivel de ejecución de 23.272, lo que significa 
un 79% de avance sobre el cumplimiento de la meta. Podríamos decir que, en todo caso, si bien se tiene un 
muy buen resultado, quizás aquí tengamos algún desvío. 


En el caso de la política de nuevas urbanizaciones, hay mayores dificultades, obviamente, por la complejidad 
que implican los procesos de desafectación de la tierra, el análisis dominial desde el punto de vista de la 
situación jurídica, los planos de mensura, los proyectos de fraccionamiento y la dotación de los servicios de 
infraestructura, en un escenario en el que, efectivamente, buena parte de las 415 hectáreas que mencioné que 
se han analizado, 252 -más del 50%- requieren inversión en infraestructura. Eso es lo que, eventualmente, 
nos dejaría sin poder llegar a un cumplimiento de la meta en su totalidad. 


Respecto a la política de alquileres, se ha superado, como bien señaló el señor Diputado Gandini. Teníamos 
una meta de 5.800 contratos firmados y hoy estamos en 8.283; fue ampliamente superada. 


En cuanto a la intervención en vivienda rural, fundamentalmente a través de Mevir, en lo que son viviendas 
nucleadas, mejoras prediales y unidades productivas, también se está superando la meta de 6.398; hoy se está 
en 7.028 intervenciones. 


En lo que hace a la inversión privada en vivienda de interés social, a partir de la aprobación de la ley, se hacía 
una estimación de 6.200 viviendas a través de los subsidios otorgados. Hoy estamos en 8.448 viviendas 
promovidas y más del 50% de ellas en obra, lo que supera la meta establecida en el plan quinquenal. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Los números que estamos brindando nos permiten cerrar las cuentas catorce meses antes de la 
culminación de la gestión. Hay avances sustantivos que todavía se están desarrollado por las 
dificultades de gestión que existen en todos lados. No escapará al conocimiento de los señores 
Diputados que el Ministerio tiene una política clara de descentralización y de coejecución con distintos 
actores. Estos actores padecen de los mismos problemas de gestión que tiene cualquier organismo que 
debe ejecutar. Particularmente, algunos Gobiernos Departamentales han tenido dificultades con el uso 
en tiempo y en forma de los fondos suministrados por el Ministerio. Este es un tema de preocupación 
constante y de seguimiento permanente. 


Quiero rectificar un porcentaje que mencioné al principio de la lectura de la memoria. Dije que habíamos 
alcanzado el 97% de ejecución y que ese porcentaje tenía que ver con los recursos de libre disponibilidad al 
31de diciembre del año pasado. En realidad, el porcentaje de ejecución corregido es del 95%, porque al mes 


de febrero es cuando se ajusta una parte del crédito que tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Sin perjuicio de esto, hay algunos números que pueden ilustrar, particularmente en cuanto a dos aspectos que 
mencionaba el señor Diputado. Uno tiene que ver con las carteras de fideicomisos transferidos, de las que 
tengo los números al día de hoy. Estos números no son comparables al 31 de diciembre porque ha habido 
algunos movimientos, pero nos pueden dar alguna idea de cuánto se ha avanzado al día de hoy. El total de 
créditos transferidos fue de 52,487. De estos, 13.368 son créditos que se han cancelado. De los créditos 
vigentes a la fecha, que son 39.119, correspondió quitas a 19.811. Esto está funcionando. A su vez, hay 
19.308 créditos a los cuales no les correspondió quitas pero que están mejorando fuertemente los niveles de 
gestión de estos recursos del Estado uruguayo. 


También quiero aclarar que ha habido un montón de viviendas que han sido recuperadas y comercializadas. 
Eran viviendas que estaban detenidas en el espacio. Estamos hablando de 1.742 viviendas, que se han 
desarrollado en las nueve fases con los distintos llamados de la Agencia Nacional de Vivienda. A ellas 
debemos sumar 540 viviendas que por la vía del remate han vuelto a estar dentro del mercado. 


Con respecto a lo que refería del Programa de Integración de Asentamientos Irregulares, efectivamente, en 
2012 -no en 2013-, hubo algunas dificultades con el Tribunal de Cuentas que no permitieron ejecutar el 
ciento por ciento de las previsiones, lo que en 2013 fue superado. A tal punto esto es así, que hay un nuevo 
tramo del préstamo BID firmado por otros US$ 100:000.000 que permitirá atender, con distintos niveles de 
desarrollo, a treinta y nueve asentamientos -lo que representa a unas nueve mil familias- de aquí en más. 
Algunos de estos ya están en fase de ejecución. 


Al principio de mi exposición destacaba la duplicación de la meta y la atracción de capitales que colaboraron 
con la actividad del Estado. Recordemos que hasta el año 2011 la responsabilidad absoluta de los recursos del 
Estado era el método que se aplicaba para solucionar el ciento por ciento de la problemática habitacional de 
la población. Como el señor Diputado recordará, el Banco Hipotecario era promotor, inversor, socio, 
inmobiliaria, desarrollador, asumiendo el conjunto de los riesgos. 


En esta gestión han surgido nuevos problemas que tienen que ver con los costos, los que se relacionan con un 
estado de desarrollo de la sociedad. Para eso hemos instrumentado medidas correctivas que nos permitan 
atender a los sectores a los que refiere la ley de inversión para vivienda de interés social. De hecho, hay un 
doble estándar de atención. En el interior del país, del sexto al décimo decil es atendido por esta política de 
incentivo a los privados. La realidad es que en Montevideo está alcanzando al noveno y al décimo decil. Por 
eso hemos generado los instrumentos correctivos que nos permitan mejorar. 


Tenemos algunos desafios planteados para el país que tienen que ver con la introducción de la innovación 
tecnológica y la apropiación. Al inicio de esta gestión el Ministerio hizo una importante apuesta para generar 
un sistema de presentación de sistemas constructivos. Si bien hay siete aprobados, no han sido apropiados por 
las empresas constructoras. Por lo tanto, hubo una dicotomía que deberemos resolver hacia delante. Es decir 
que existen los sistemas, se los aprobó, pero no fueron adoptados por las empresas constructoras. Esta es una 
preocupación que tiene que ver con el incremento de costos que ha existido, que es telón de fondo para esta 
obra y para otras, porque influye en toda la actividad de la construcción, desde la obra más grande a la más 
pequeña que nos planteemos. 


Creemos que en este quinquenio, a cuatro quintos de su ejecución, hay dos aspectos a destacar y que 
consideramos clave. El primero es que no abordamos la problemática de la vivienda pura y exclusivamente 
desde el punto de vista numérico. Los números pueden engañar mucho, porque podemos hablar de distintas 
cosas y sumarlas. El gran esfuerzo y la gran variante es la implementación de una diversidad de soluciones 
para atender diversidad de situaciones. Esto me parece que es algo que rescata lo que planteaba la ley de 
viviendas de 1968: multiplicidad de actores, multiplicidad de productores de viviendas, multiplicidad de 
esfuerzos conjuntados para lograr lo que se pretende. El segundo es la política de descentralización, con una 
apuesta muy fuerte a la coparticipación de los Gobiernos Departamentales en el desarrollo de estos 
programas. 


En síntesis: no encarar esto pura y exclusivamente desde el punto de vista numérico sino de la búsqueda de 
las más acertadas soluciones para revalorizar lo que tiene el conjunto de la sociedad. En ese sentido, 
consideramos que fueron muy importantes los programas de refacción y de ampliación de viviendas en los 


distintos centros poblados, con sus distintas escalas. Esto nunca se había encarado, de manera sistemática, 
desde el Estado, lo que creemos es muy importante. ¿Por qué? En primer lugar, porque permite optimizar los 
recursos que los ciudadanos tienen. Cuando hablamos de recursos, no estamos hablando solamente del 
recurso material del terreno donde se está viviendo sino de las mallas de contención, del equipamiento social, 
de la infraestructura que a lo largo de los años se ha desarrollado. En esto creo que la complementación, la 
integración de otros instrumentos, como son los que hacen a los instrumentos de ordenamiento territorial, 
tiene que ver con no crecer indefinidamente, y sin ton ni son, los centros urbanos del país, preservando los 
suelos aptos para otros usos que pueden generar otros valores agregados desde el punto de vista de la 
producción del país. 


Todos estos son los elementos que debemos poner en la hora de una síntesis, en la hora de una evaluación de 
un Plan Quinquenal, más allá de la explicitación de los números que hacía la Directora Nacional de Vivienda, 
licenciada -y asistente social- Lucía Etcheverry. 


SEÑOR GANDINL.- Les pediría que me instruyeran en cómo se leen los cuadros. El que aquí tengo, 
que está referido a la memoria de la ejecución año por año del Ministerio dice, por ejemplo, que en el 
Programa de Rehabilitación y Consolidación Urbana, en el Plan Quinquenal, hay 29.301 soluciones 
planteadas. También muestra cada año cuántas se fueron terminando y que en el total hay 12.081 
terminadas. Luego, en el cuadro de soluciones terminadas-porcentaje de metas, al año 2013, dice 41%. 
Recién entendí que la Directora Nacional de Vivienda hablaba de más del 70%. Reitero, en este cuadro 
aparece el 41% al año 2013 con relación a la meta del Plan Quinquenal. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
¿En qué página está leyendo qué cuadro? 


SEÑOR GANDINL.- No estoy leyendo lo que remitieron ustedes sino la Memoria de Ejecución de los 
Ministerios. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Y 
de ese documento, ¿qué página? 


SEÑOR GANDINLI.- No lo puedo decir, lo tengo extraído del documento. 


Efectivamente, no estamos manejando los mismos elementos; esta es una información que está en la 
Memoria de Ejecución de los Ministerios de los años 2010 a 2013. En todo caso yo les alcanzo este 
documento y después lo vemos porque tengo algunas diferencias con la ejecución que aquí se ha planteado. 


Les confieso que no resulta fácil leer, año por año, el plan de metas planteado para el año 2010-2014 con los 
números de terminación y de ejecución en cada uno de los años. Luego, en el final, hay un porcentaje donde, 
por ejemplo, coinciden política nacional de alquileres y vivienda de interés social: eso da un 120% de 
ejecución. Por eso lo mencionaba como uno de los programas exitosos, más allá inclusive de lo previsto. 


También hay otros programas que me hablan del 27%, del 41%, del 72% vivienda rural y pequeñas 
localidades que, es de suponer, va a alcanzar la meta porque todavía faltan algunos meses y hay un alto 
porcentaje en ejecución. En este caso, uno puede pensar que se va a acercar mucho a la meta si es que no la 
alcanza. Asimismo, para el PIAI da un 34% de ejecución sobre las 7.463 soluciones planteadas en el Plan 
Quinquenal. 


A lo mejor estoy hablando de cuadros que no los tiene el Ministerio en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Diputado Gandini quiere hacer un pedido de informes, nos da un 
memorándum y luego se lo remitimos al Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Lo más importante es precisar de qué cuadro estamos hablando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es que nosotros nos manejamos con la documentación que nos envía 
el Poder Ejecutivo y los distintos Ministerios. De todas maneras, creo que de esa forma se puede 
solucionar. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Quisiera clarificar que los números que elabora el Ministerio de Economía 
y Finanzas como balance de ejecución presupuestal también se nutren de las memorias que presenta el 
Ministerio. Lo que pasa es que también incluyen el área programática vivienda que no es 
exclusivamente Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente sino que también 
hay otras intervenciones que no necesariamente están relacionadas en forma directa con la Cartera, y 
así lo determina. También los cuadros que figuran a partir del sistema de información del Estado, a 
través de la OPP, se nutren con los datos que presenta el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


A modo de indicación -se podrá verificar después, más allá de lo que el señor Diputado Gandini nos haga 
llegar para poder corroborarlo-, puedo decir que en la página 280 están los acumulados en soluciones 
terminadas y en ejecución vinculadas a este lineamiento estratégico que va hasta diciembre de 2013.Hasta allí 
teníamos consistencia con los números, no obstante lo cual lo podremos verificar. 


SEÑOR SANDER.- Agradezco la presentación del señor Ministro y de todo su equipo. 


Aprovecho que está el escribano Díaz, de Mevir, para preguntar si se ha podido cumplir la meta de dos 
proyectos por departamento sobre lo que habíamos hablando en el año 2012. 


Teniendo en cuenta el presupuesto de ejecución del Ministerio en materia de inversiones, los $ 4.739:000.000 
que se muestran en la página 379, y escuchando a la señora Directora Nacional de Viviendas, que decía que 
en el lineamiento estratégico 2, el Plan de Rehabilitación y Consolidación Urbano Habitacional, es donde 
está el plan de cooperativas, si no anoté mal, hablamos de $ 1.500:000.000, o sea, de un 31% de todo lo 
ejecutado por el Ministerio en materia de inversiones. Me gustaría saber si esto es directamente con las 
cooperativas, porque en mi departamento hay un par de ellas -de las cuales una es de los funcionarios 
policiales- que están preocupadas ya que hace más de un año que están esperando, si hay algún tipo de 
intermediación y cuál es el contralor que tiene el Ministerio sobre esta ejecución. Hemos visto mucha 
participación y mucho ruido en los medios por algunas denuncias que ha habido. Como este es el proyecto 
más grande del Ministerio, por lo menos del año 2013, quería saber eso. 


Gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Creo que de las preguntas que realiza el señor Ministro hay una parte sobre la que debería dar 
respuesta el escribano Díaz y otra la Directora Lucía Etcheverry. 


SEÑOR DÍAZ.- Agradezco la pregunta del señor Diputado porque, realmente, cuando asumimos 
hicimos un plan de desarrollo y actividades dentro de los emprendimientos que debíamos impulsar. 
Estimamos que había fuerza material y humana, y recursos como para el desarrollo de dos programas 
por departamento. Ese marco nos permitía cumplir las metas y, afortunadamente, se pudieron cumplir 
las metas a lo largo del tiempo, con dos programas por departamento pero algunos, por dificultades de 
ordenamiento territorial, de saneamiento, etcétera, no contaban con tierra. Esto postergó a algunos 
departamentos. Debemos confesar que en algunos también hubo dificultad para obtener tierra, y más 
trabajando como veníamos, procurando invertir en ladrillos y no en tierra propiamente dicha, sobre 
todo por los costos elevadísimos en la zona litoral, etcétera. 


Entonces, trabajamos basándonos en el artículo 225 de la Rendición de Cuentas, que nos permitió recuperar 
toda la tierra que Mevir tenía y categorizarla. De esta manera, logramos las metas con el compromiso de 
gestión que veníamos cumpliendo, también con la intervención del Ministerio de Economía y Finanzas, pero 
hay departamentos donde no tenemos dos planes por dificultades que no vienen al caso mencionar. Pero 
aclaro que sí es un tema de saneamiento la adecuación al ordenamiento territorial. 


En ese marco, nosotros hemos impulsado la colaboración con las Intendencias para procesos de expropiación 
cuando existen dificultades de titulación. En otras oportunidades, la participación de las Intendencias 
permitió adquirir tierras. En algunos departamentos tenemos cuatro planes porque nos quedan equipos sin 
actividad inmediata. Estos van a unidades productivas o a otros departamentos. Nuestro sueño es tener esos 
dos planes por departamento y lograr un cumplimiento de metas más equilibrado. 


Afortunadamente, son pocos los departamentos en los que no tenemos los dos planes y, como dije, hay 
departamentos que tienen más. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Con respecto al rediseño de la política habitacional en el período pasado, 
en el año 2008 se puso en gestión una nueva reglamentación en el programa cooperativas. Esta nueva 
reglamentación le ha dado claridad, certeza y, sobre todo, administración de los tiempos, tanto a las 
cooperativas como a los institutos de asistencia técnica. Establece la etapa de la viabilidad, que está 
contenida en el proceso de adjudicación de un préstamo a la cooperativa, así como los requisitos en 
cada una de estas etapas. En la primera etapa, una vez constituida la cooperativa -es decir, que obtiene 
la personería jurídica ante el Ministerio de Educación y Cultura, los libros notariales que corresponde 
y el contrato firmado con el Instituto de Asistencia Técnica, en muchos de los casos-, se presenta ante el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para solicitar el certificado de 
regularidad. El certificado de regularidad es la cédula de esta cooperativa, es la identificación jurídica 
para lo cual debe presentar el padrón social, el balance, el estatuto, los libros de asamblea y las 
autoridades que ha elegido 


Todo esto se realiza ante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, obteniendo 
un número de registro que es con el que va a seguir todo sus trámites en el Ministerio o en la Agencia 
Nacional de Vivienda. 


Una vez obtenido el certificado de regularidad, con todas las verificaciones que se hacen desde el punto de 
vista contable, notarial y social, va a poder ingresar a la etapa de viabilidad de terreno. Esta etapa entra dentro 
de los servicios que el Ministerio ha delegado en la Agencia Nacional de Vivienda. ¿Qué significa la 
viabilidad de terrenos? Que toda aquella cooperativa que constituida inicia el proceso de búsqueda y tiene un 
terreno -que no necesariamente es de su propiedad, sino que lo ha seleccionado y puede acordar 
eventualmente su futura compra- debe presentarlo, en los tiempos establecidos, en la Agencia Nacional de 
Vivienda, para ver si es viable para la construcción de su proyecto cooperativo. ¿Esto qué significa? Que se 
conoce de antemano cuáles son los requerimientos: que esté en la trama urbana, que tenga calles de acceso 
público por uno de los frentes, que tenga saneamiento por red tradicional o una evaluación de factibilidad de 
saneamiento emitida por OSE, agua potable, tendido eléctrico y, por supuesto, los informes de resistencia de 
suelo o de eventuales cateos -en el caso de requerirse- para verificar que efectivamente el relleno habilita la 
construcción de viviendas. 


Este trámite, con todos los requerimientos y con la documentación clara, ingresa en la Agencia Nacional de 
Vivienda para obtener la viabilidad del terreno. Durante todo este tiempo la cooperativa estuvo asesorada por 
el instituto que ha elegido libremente, para lo cual tiene la apoyatura del Ministerio en el marco de todos los 
institutos que están públicamente detallados en la página de dicha Cartera, que cuentan con la habilitación 
para funcionar como tales. También es competencia del Ministerio, evaluarlos; inclusive, en algunos casos, 
hemos suspendido institutos y personerías jurídicas con procesos judiciales de respaldo, por actuaciones 
absolutamente irregulares. El instituto puede seleccionarse de esa lista, y pasar a la segunda etapa que es la 
presentación del anteproyecto. 


En este anteproyecto la cooperativa, conjuntamente con su Instituto de Asistencia Técnica, trabaja en la 
tipología de vivienda, es decir, cómo se van a implantar en ese predio, cuáles van a ser las características 
adecuadas en cuanto a la cantidad de integrantes de esa cooperativa. Si son de ayuda mutua, obviamente, 
tendrán que considerar, dentro del sistema constructivo, el mayor rendimiento de la productividad de la mano 
de obra, que no siempre es calificada en todos sus miembros. Posteriormente, si se aprueba el anteproyecto, 
con el dato de los valores de tasación de los préstamos de ese año, podrá presentarse al sorteo -hacemos dos 
sorteos en el año, en la última semana de julio o en la primera de agosto, y en el mes de diciembre- y, 
eventualmente, salir con la adjudicación del préstamo. 


Una vez que tiene el préstamo adjudicado, debe elaborar el proyecto ejecutivo. El proyecto ejecutivo es la 
definición de todas las especificaciones técnicas y el ajuste de presupuesto para que efectivamente pueda 
escriturar. Una vez que la cooperativa escritura, generalmente lo primero que se libera es el porcentaje que 
corresponde al pago del terreno, el porcentaje de honorarios que la cooperativa debe informar que 
corresponde pagar al Instituto de Asistencia Técnica -para esto debe presentar los pagos que le haya realizado 
como adelanto, que se descuentan del pago que hace el Ministerio, y que se reintegran a la cooperativa-, y el 
10% que generalmente solicitan las cooperativas como anticipo financiero, monto que les permite, 
obviamente, iniciar el proceso de obra. 


Los pagos se hacen mensualmente, mediante la supervisión de un arquitecto de la Agencia Nacional de 
Vivienda, que va certificando los avances. La cooperativa presenta, entre el día 12 y 14 de cada mes, el 
avance que ha hecho en los diferentes rubros, que constituye su presupuesto y proyecto ejecutivo aprobado. 
El arquitecto supervisor de la Agencia Nacional de Vivienda va a la obra y con la Comisión de Obra de la 
cooperativa, el Instituto de Asistencia Técnica y el capataz o quien asigne la cooperativa como mano de obra 
calificada hace la recorrida verificando que se hayan producido los avances que corresponde en cada uno de 
esos rubros. En función de esto, se liberan los pagos que van directamente a la cooperativa, en lo que tiene 
que ver con el avance de obra, y el porcentaje que corresponde de honorarios al instituto: en el caso de que 
así lo haya establecido la cooperativa, a través de un pago directo, o también se le abona a la cooperativa que 
deberá pagarle al instituto. 


Este es el procedimiento. No obstante ello, generalmente, tenemos mayor número de cooperativas que los 
cupos asignados en cada sorteo. Por ejemplo, en este momento, estamos otorgando 2.000 préstamos por año 
y, a veces, superamos la cantidad de cooperativas que aspiran a un préstamo. Por tanto, la reglamentación 
establece que aquella cooperativa que participe de tres sorteos consecutivos y no sea elegida tendrá 
adjudicación directa del préstamo, lo cual les permite administrar durante dieciocho meses lo que tiene que 
ver con la cohesión social y la preparación de ese grupo para la autogestión. 


Puede suceder que haya cooperativas que identifican predios que tienen restricciones por no contar con las 
redes de saneamiento o porque deben hacer rellenos importantes que, obviamente, no pueden financiarse de 
cargo de lo que es el préstamo para las viviendas, sino que son aportes que la cooperativa debe hacer o 
conseguir financiamiento de otros organismos. 


SEÑOR BEROJIS.- Estamos un poco acotados de tiempo. Voy a formular una pregunta y, en todo caso, 
después me acercan la respuesta. 


En cuanto a la reestructura de deuda de la Agencia Nacional de Vivienda, tengo los siguientes datos: en el 
año 2010, 10.815 soluciones; para 2011, 11.844, y para 2012, 3.514. Me gustaría analizar las quitas que se 
hicieron a estas deudas, los criterios y los procedimientos utilizados. 


Por otra parte, recuerdo que en anteriores Rendiciones de Cuentas se habló de la reducción de costos, sobre 
todo de construcción. Quiero saber si esto se ha logrado, ya que era el objetivo inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como el señor Ministro comprenderá, tenemos muy poco tiempo. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Trataremos de responder telegráficamente a las inquietudes del señor Diputado, sin perjuicio de que 
después podamos seguir conversando al respecto. 


En lo que tiene que ver con los criterios de la política de quitas, creo que dimos un informe muy amplio y 
detallado cuando comparecimos ante el Parlamento en febrero de 2014, respondiendo al llamado a Sala que 
realizara el señor Diputado Posada. Creo que el señor Diputado Berois debería remitirse a la información que 
brindamos en esa instancia, que es un poco extensa, pero señala claramente cuáles son los criterios de 
aplicación. 


Con respecto a la preocupación relativa a los topes vigentes, como mencioné hace un rato, ha habido una 
evolución en lo que refiere a los proyectos de inversión en vivienda de interés social, pero no llega a toda la 
población que nosotros pretendemos contemplar. Por eso, hemos generado la exigencia de un tope en 
aquellos departamentos en los que no existía. En particular, en Montevideo, una de cada cuatro de las 


viviendas bajo este régimen debe tener un tope. Las Cámaras Empresariales han manifestado su 
preocupación al respecto, porque entienden que esto podría implicar un desestímulo. Todos conocemos 
Uruguay, todos conocemos la letra del tango y los dichos populares: "El que no llora no mama y el que no 
mama es un gil". 


Los topes que establecimos son los mismos que están vigentes para el Fondo de Garantía de crédito 
hipotecario, que no son de restricción. Estamos pensando en un tope de US$ 91.620 para una vivienda de un 
dormitorio, de US$ 121.580 para una de dos dormitorios, de US$ 150.000 para una vivienda de tres 
dormitorios y de US$ 173.000 para una con cuatro dormitorios. Expreso estas cifras en dólares porque es la 
medida más corriente. Tenemos estos valores expresados en unidades indexadas, pero lo refiero así para 
indicar claramente de qué cifras estamos hablando. En el interior del país el Ministerio ha tenido importantes 
ofertas de parte de quienes construyen viviendas bajo este régimen, a lo que respondemos que podemos 
ampliar parte de la demanda sobre la base de una política de subsidio a la cuota. Este subsidio implica una 
revisión, de acuerdo con la evolución de los ingresos del núcleo familiar. Si mal no recuerdo, en este 
momento, son 147 las viviendas para los departamentos de Salto, Paysandú, Colonia y Maldonado, en las que 
aplicamos un tope de US$ 73.917 para la de un dormitorio, de US$ 97.733 para la de dos dormitorios, de 
US$ 121.105 para la de tres y US$ 139.000 para la de cuatro. Pensamos que la población que está en el 
quinto, sexto, séptimo u octavo decil de ingresos es la que puede acceder a estas viviendas. 


Hemos venido tomando medidas correctivas. Veremos cuál es el desarrollo que se da en torno a esto a corto y 
mediano plazo 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro y a sus asesores por la información brindada. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 4) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


